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Atendiendo a la convocatoria formulada por el Señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ministro Genaro David Góngora Pimentel, el 17 de noviembre último, al integrar esa Comisión que usted dignamente coordina, me permito presentar a la misma, y en relación con LA SUSPENSIÓN DE LOS EFECTOS DEL ACTO RECLAMADO, las siguientes

PROPUESTAS:

Reforma al Título del Capítulo III del TITULO SEGUNDO (DEL JUICIO DE AMPARO ANTE LOS JUZGADOS DE DISTRITO), cuyo texto actual es el siguiente:

CAPÍTULO III

De la suspensión del acto reclamado

Se propone que el título anterior se reforme, para quedar cómo sigue:

CAPÍTULO III

De la suspensión de los efectos del acto reclamado

Asimismo, propongo que se reforme el texto del artículo 124 de la Ley de Amparo, cuyo texto es del siguiente tenor:

Art. 124.  “Fuera de los casos a que se refiere el artículo anterior, la suspensión se decretará cuando concurran los requisitos siguientes:

Que la solicite el agraviado; 

Que no se siga perjuicio al interés social, ni se contravengan disposiciones de orden público. Se considerará, entre otros casos, que si, se siguen esos perjuicios o se realizan esas contravenciones, cuando, de concederse la suspensión: se continúe el funcionamiento de centros de vicio, de lenocinios, la producción y el comercio de drogas enervantes; se permita la consumación o continuación de delitos o de sus efectos, o el alza de precios con relación a artículos de primera necesidad o bien de consumo necesario; se impida la ejecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave, el peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país, o la campaña contra el alcoholismo y la venta de substancias que envenenen al individuo o degeneren la raza; o se permita el incumplimiento de las órdenes militares;

Que sean de difícil reparación los daños y perjuicios que se causen al agraviado con la ejecución del acto. el juez de Distrito, al conceder la suspensión, procurará fijar la situación en que habrán de quedar las cosas, y tomará las medidas pertinentes para conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio”.

Propongo que el texto anterior se reforme para quedar de la siguiente manera:

Art. 124.‑ “El juez decretará, a petición de parte, que cesen los efectos del acto reclamado cuando se surtan integralmente los siguientes supuestos:

I. Sea necesario decretarla para mantener la materia del Juicio de Amparo y evitar que la parte quejosa sufra daños o perjuicios jurídicos o materiales de difícil o imposible reparación;

II. Que de concederse no se transgredan, irreparablemente, el orden o el interés públicos;

III.  Que de concederse no se ocasionen a terceros daños o perjuicios, jurídicos o materiales, de difícil o imposible reparación:

IV. Que de ser reparables los daños o perjuicios que la suspensión pueda ocasionar en caso de que no se otorgue a la parte quejosa el amparo de la Justicia Federal, ésta garantice plenamente el pago de los mismos”.

Por último propongo también que se reforme el art. 140 de la misma Ley de Amparo, que dice:

Art. 140.‑ “Mientras no se pronuncie sentencia ejecutoria en el juicio de amparo, el juez de Distrito puede modificar o revocar el auto en que haya concedido o negado la suspensión, cuando ocurra un hecho superveniente que le sirva de fundamento”.

El texto que propongo, es el siguiente:

Art. 140.‑ “Mientras no se pronuncie sentencia ejecutoriada en el juicio de amparo, el juzgador, previa vista a las partes, podrá modificar o revocar el auto o resolución en que haya concedido o negado la suspensión, siempre que se hagan de su conocimiento elementos, de hecho o de derecho, que así lo justifiquen”.

En apoyo a las reformas propuestas, me permito acompañar las CONSIDERACIONES en que las sustento.

MGDO. LIC. PEDRO FERNANDO REYES COLIN.

FACULTADES IMPLICITAS EN LA MATERIA DE SUSPENSION EN EL JUICIO DE AMPARO

PROBLEMATICA DE LOS "ACTOS CONSUMADOS", DEL "ORDEN E INTERES PUBLICOS" Y DE LOS "HECHOS SUPERVENIENTES"

Toda institución funciona a través del ejercicio de las facultades que operan aquéllos a quienes corresponde ese funcionamiento, bien sea directamente, por el titular de la institución, o por un delegado autorizado. Esto se aplica a todo tipo de instituciones (personales, colectivas, particulares, públicas).

Las facultades de operación pasan a ser el instrumento de la institución y, por tanto, son adjetivas de ésta, e igual característica revisten entonces las normas que regulan su ejercicio, son adjetivas.

Cuando la regulación de la operación o la actitud de quien la realiza, pierden su congruente subordinación al objeto o fin de la institución, lejos de hacerla eficiente, la aniquilan.

4)
Los intérpretes de las normas que regulan la suspensión en el juicio de amparo, doctrinarios y juzgadores, la podemos poner  en grave riesgo. Veamos.

5)
En materia de gobierno, este es una institución adjetiva en sí misma, pues está al servicio del pueblo como institución sustantiva fundamental del estado. (Pueblo, Gobierno, Territorio).

6)
El Gobierno funciona a través de facultades que el pueblo confiere a sus órganos.

7)
En nuestro sistema se plasman en una constitución, nacional, escrita, que para su ejercicio divide las facultades de la siguiente manera:

En cuanto al campo del poder LEGISLATIVAS, EJECUTIVAS JUDICIALES.

En cuanto al ámbito de Gobierno por ser Federal MUNICIPALES, ESTATALES FEDERALES NACIONALES.

Igual Jerarquía SUPERIOR A TODAS.

8)
Atendiendo a estas clasificaciones el juicio de amparo proyecta una facultad judicial NACIONAL y su atención, por tanto, es también de interés NACIONAL pues tutela la vigencia de nuestra Constitución NACIONAL.

9)
En efecto, el juicio de amparo protege la vida de nuestra Constitución en relación con la esfera jurídica de las personas, físicas o morales, particulares. La suspensión protege la vida del juicio de amparo para que prevalezca como eficiente instrumento de tutela de nuestra Constitución Nacional; ante esto, la interpretación de las normas y criterios jurisprudenciales que regulan la suspensión, debe ser congruente con esos elementos de vida constitucional que tutelan, lo contrario compromete nuestra vida constitucional, nuestro estado de derecho, nuestro bienestar nacional.

10)
Si se permite que la eficiencia de una institución se vea superada por su manera de entenderla e instrumentarla, el interés que tutela se verá sacrificado.

En el caso de la suspensión en el juicio de amparo, han sido tres los "candados" que, por una mala interpretación de la jurisprudencia, han cerrado a los gobernados, en muchos casos, la ‑puerta del resguardo de sus garantías individuales.  Estos tres candados son la teoría de los "ACTOS CONSUMADOS", la "NEGATIVA DE ARBITRIO" a los jueces de amparo para calificar el orden público de los actos que enuncia el artículo 124 de la Ley de Amparo, y el concepto de "HECHOS SUPERVENIENTES" como causa para modificar, conceder o revocar la medida suspensional.

11)
Conforme a nuestro sistema de amparo, en la suspensión de los efectos del ACTO RECLAMADO se aprecian diversos enfoques de interés:

EL DEL QUEJOSO
Mantener la materia de¡ amparo y evitarle daños jurídicos o materia les de difícil o imposible reparación.



EL DE LA SOCIEDAD:
Que al concederse no se transgreda el orden e interés públicos.



EL DEL TERCERO PERJUDICADO:
Que al concederse no se le ocasionen daños jurídicos o materia les de imposible o difícil reparación, y que los reparables le sean garantizados.



12)
Para ejercer su facultad expresa de resolver sobre la suspensión, el Juez de Amparo debe ejercer su facultad implícita de analizar si los anteriores factores de interés son armonizables y resolver al respecto.

13)
Al hablar del otorgamiento de facultades constitucionales, nos referimos a su clasificación atendiendo al campo del poder (Legislativo, Ejecutivo, Judicial) y al ámbito de gobierno (Municipal, Estatal, Federal y Nacional) y se concluyó que sustanciar el juicio de amparo es una facultad judicial nacional. Ahora atenderemos a otro punto de clasificación de las facultades constitucionales, el relativo a su manera de estar otorgadas y, al respecto, encontramos una regla que nos ilustra la propia Constitución en su artículo 124, la de facultades expresas para la Federación, pues señala: "Las facultades que no están “expresamente concedidas por esta Constitución a los “funcionarios federales, se entienden reservadas a los Estados.”

14)
Este principio de facultades expresas encuentra una excepción, también expresa, en la fracción XXX del artículo 73 de la misma Constitución General, que señala como facultad del Congreso expedir todas las leyes que sean necesarias, a objeto de hacer efectivas las facultades que en las fracciones anteriores se le confieren y todas las otras que le son concedidas por esa Constitución.

15)
A esta facultad de expedir leyes que hagan efectivo el ejercicio de otras atribuciones constitucionales, es a la que en doctrina se llama facultad implícita, llegándose al extremo de afirmarse que sólo el Congreso goza de esa facultad implícita, pues sólo a él se la confiere la Constitución.

16) Cabe preguntar, ¿que acaso no toda facultad expresa lleva inmersa la capacidad de su titular de realizar todo aquello que sea necesario para hacerla efectiva? ¡Claro!, siempre y cuando no comprometa facultades expresas de terceros.

17) Ese poder hacer lo necesario para hacer efectiva una facultad expresa, es claro también que nos lleva a poder establecer, que toda facultad expresa trae aparejada las implícitas que, legalmente, la hagan operante, y no puede entonces concluirse que, constitucionalmente, sean privativas del Congreso, ya que, incluso, cabe afirmar que las autoridades no sólo pueden hacer lo que expresamente les es permitido por la ley, sino también todo aquello que a nadie perjudique legalmente y sirva para desarrollar mejor la función.

18)
Atento a lo anterior, se debe sostener, insisto, que al tener los jueces de amparo facultad expresa para resolver lo concerniente a la suspensión, tienen la facultad, u obligación incluso, implícita, de analizar si los factores de interés que involucra son armonizables, pues esto también los exime de incurrir en la responsabilidad que enmarcan los artículos 199 y 200 de la Ley de Amparo, específicamente este segundo, en la parte que señala que si la procedencia de la suspensión fuere notoria y el Juez de Distrito que conozca del incidente no la concediese por negligencia, se impondrá la sanción que fija el Código Penal aplicable en materia federal para los delitos cometidos contra la administración de justicia. Ante esto, es de señalarse que la facultad implícita del juez de amparo, relativa al análisis de los factores de interés que encierra la suspensión, mas que una facultad es una obligación que, de no atenderla, lo hace incurrir en negligencia y, por esto, en responsabilidad.

¿Verdad que no es privativo del Congreso el uso de las facultades implícitas?

19)
La falta de entendimiento y aplicación de la facultad implícita de análisis integral de los factores de interés que se manejan en la suspensión, ha llevado a que la interpretación de las tesis de jurisprudencia a que antes me referí hayan constituido "candados" que han evitado, en muchos casos, que el beneficio de la suspensión de los efectos del acto reclamado no proteja a los quejosos de sufrir daños y perjuicios de imposible o difícil reparación. VEAMOS

20)
La teoría de los "Actos Consumados" la enuncia la jurisprudencia publicada en el Apéndice 1985 del Semanario Judicial de la Federación, Segunda Sala, Parte VIII, Común, Tesis 13, página 30, bajo el rubro: ACTOS CONSUMADOS. SUSPENSION IMPROCEDENTE. “Contra los actos consumados “es improcedente conceder la suspensión, pues equivaldría a “darte efectos restitutorios, los cuales son propios de la sentencia “definitiva que en el amparo se pronuncie."

Con base en esta tesis se niega en múltiples ocasiones la suspensión, no obstante ser procedente, pues se ha interpretado que lo que se suspende es el ACTO RECLAMADO en si mismo, perdiéndose de vista que lo suspendible son SUS EFECTOS, por lo que basta que un acto reclamado esté produciendo efectos para que, en principio, se contemple la posibilidad de que no se sigan surtiendo.  Los casos mas comunes de esta indebida interpretación se presentan cuando se reclaman medidas cautelares como son el secuestro material de bienes, el cierre de negocios.  Se dice que por ya haberse llevado a cabo ya no es dable suspenderlos pues sería darle efectos restitutorios propios de la sentencia de amparo.  Cabe preguntar, qué, en materia de privación ilegal de la libertad y de comunicación, no se concede la suspensión para que cese, claro que así es y aunque se puede hablar de efectos restitutorios, esto es necesario para prevenir daños de imposible o difícil reparación al quejoso y también para mantener la materia del amparo, que son precisamente un factor legítimo de interés que tutela la institución de la suspensión y aun cuando implique esa "restitución", en ocasiones, adelantar los efectos de la sentencia de amparo, me pregunto, ¿a quién se perjudica con ello?, y, en cambio, ello se justifica pues un efecto común de las medidas cautelares que se dictan en un procedimiento, es precisamente que, provisionalmente, se den al solicitante de la medida los beneficios que, en su caso, de manera definitiva, le proyectará un fallo favorable, y esto, incluso, y afortunadamente, ha sido ya contemplado en las Resoluciones que dictó el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver las Contradicciones de tesis 3/95 y 12/90 que, respectivamente, dieron origen a las tesis de jurisprudencia por contradicción P./J.15196 y P:/J:16/96, que enuncian la exigencia de atender a la  apariencia del buen derecho y el peligro en la demora  así como la posibilidad de dictar medidas que impliquen, no una restitución, sino  un adelanto  provisional del derecho cuestionado cuando se resuelva sobre la suspensión de los efectos del acto reclamado en juicio de amparo, refiriendo también, la segunda tesis, la posibilidad de interrumpir el estado de clausura de una negociación. Se recomienda la lectura íntegra de la resolución y del debate que le precedió, que bajo el título de  La Apariencia del Buen Derecho  publicó la Suprema Corte de Justicia de la Nación a través de la Coordinación General de Compilación y Sistematización de Tesis, y bajo la edición de Editorial Themis. En esta publicación se contiene también el tratamiento de  Aspectos Medulares de la Suspensión  por el Ministro Genaro David Góngora Pimentel, cuyas brillantes proposiciones en este tema son para todos conocidos, su pugna por modernizar los enfoques de la suspensión, a fin de que, dice,  cambiemos la  jurisprudencia congelada que pertenece a épocas en que  México era diferente, demos una verdadera justicia  provisional a los gobernados."

Las tesis en comento son del rubro y tenor literal siguientes: SUSPENSION. PARA RESOLVER SOBRE ELLA ES FACTIBLE, SIN DEJAR DE OBSERVAR LOS REQUISITOS CONTENIDOS EN EL ARTICULO 124 DE LA LEY DE AMPARO, HACER UNA APRECIACION DE CARACTER PROVISIONAL DE LA INCONSTITUCIONA​LIDAD DEL ACTO RECLAMADO.‑ "La suspensión de los actos reclamados participa de la naturaleza de una medida cautelar, cuyos presupuestos son la apariencia del buen derecho y el peligro en la demora. El primero de ellos se basa en un conocimiento superficial dirigido a lograr una decisión de mera probabilidad respecto de la existencia del derecho discutido en el proceso.  Dicho requisito aplicado a la suspensión de los actos reclamados, implica que, para la concesión de la medida, sin dejar de observar los requisitos contenidos en el artículo 124 de la Ley de Amparo, basta la comprobación de la apariencia del derecho invocado por el quejoso, de modo tal que, según un cálculo de probabilidades, sea posible anticipar que en la sentencia de amparo se declarará la inconstitucionalidad del acto reclamado. Ese Examen encuentra además fundamento en el artículo 107, fracción X, constitucional, en cuanto establece que para 91 el otorgamiento de la medida suspensional deberá tomarse en cuenta, entre otros factores, la naturaleza de la violación alegada, lo que implica que debe atenderse al derecho que se dice violado. Esto es, el examen de la naturaleza de la violación alegada no sólo comprende el concepto de violación aducido por el quejoso sino que implica también el hecho o acto que entraña la violación, considerando sus características y su trascendencia. En todo caso dicho análisis debe realizarse, sin prejuzgar sobre la certeza del derecho, es decir, sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los actos reclamados, ya que esto sólo puede determinarse en la sentencia de amparo con base en un procedimiento más amplio y con mayor información, teniendo en cuenta siempre que la determinación tomada en relación con la suspensión no debe influir en la sentencia de fondo, toda vez que aquélla sólo tiene el carácter de provisional y se funda en meras hipótesis, y no en la certeza de la existencia de las pretensiones, en el entendido de que deberá sopesarse con los otros elementos requeridos para la suspensión, porque si el perjuicio al interés social o al orden público es mayor a los daños y perjuicios de difícil reparación que pueda sufrir el quejoso, deberá negarse la suspensión solicitada, ya que la preservación del orden público o del interés de la sociedad están por encima del interés particular afectado. Con este proceder, se evita el exceso en el examen que realice el juzgador, el cual siempre quedará sujeto a las reglas que rigen en materia de suspensión.”

SUSPENSION. PROCEDENCIA EN LOS CASOS DE CLAUSURA EJECUTADA POR TIEMPO INDEFINIDO. "El artículo 107, fracción X de la Constitución General de la República, establece como uno de los requisitos para la procedencia de la suspensión del acto reclamado en el amparo, el de tomar en cuenta la naturaleza de la violación alegada; esto es, el juzgador deberá realizar un juicio de probabilidad y verosimilitud del derecho del solicitante, que podrá cambiar al dictar la sentencia definitiva, pues el hecho de que anticipe la probable solución de fondo del juicio principal, es un adelanto provisional, sólo para efectos de la suspensión.  Tal anticipación es posible porque la suspensión se asemeja, en el género próximo, a las medidas cautelares, aunque es evidente que está caracterizada por diferencias que la perfilan de manera singular y concreta.  Sin embargo, le son aplicables las reglas de tales medidas, en lo que no se opongan a su específica naturaleza.  En este aspecto cabe señalar que son dos los extremos que hay que llenar para obtener la medida cautelar: 1) Apariencia de buen derecho y 2) Peligro en la demora. La apariencia de la existencia del derecho apunta a una credibilidad objetiva y seria que descarte una pretensión manifiestamente Infundada, temeraria o cuestionable, lo que se logra a través de un conocimiento superficial, dirigido a lograr una decisión de mera probabilidad respecto de la existencia del derecho discutido en el proceso; el peligro en la demora consiste en la posible frustración de los derechos del pretendiente de la medida, que puede darse como consecuencia de la tardanza en el dictado de la resolución de fondo. En síntesis, la medida cautelar exige un preventivo cálculo de probabilidad sobre el peligro en la dilación, que no puede separarse de otro preventivo cálculo de probabilidad, que se hace sobre la existencia del derecho cuya tutela se solicita a los tribunales. Consecuentemente, si toda medida cautelar descansa en los principios de verosimilitud o apariencia del derecho y el peligro en la demora, el Juez de Distrito puede analizar esos elementos en presencia de una clausura ejecutada por tiempo indefinido, y si la provisión cautelar, como mera suspensión, es ineficaz, debe dictar medidas que implican no una restitución, sino un adelanto provisional del derecho cuestionado, para resolver posteriormente, en forma definitiva, si el acto reclamado es o no Inconstitucional; así, el efecto de la suspensión será Interrumpir el estado de clausura mientras se resuelve el fondo del asunto, sin perjuicio de que si se niega el amparo, porque la apariencia del buen derecho sea equivocada, la autoridad pueda reanudar la clausura hasta su total cumplimiento.   Lo expuesto anteriormente se sustenta en la fracción X del dispositivo constitucional citado, que establece que para conceder la suspensión deberá tomarse en cuenta la naturaleza de la violación alegada, lo que supone la necesidad de realizar un juicio de probabilidad y verosimilitud del derecho esgrimido, con 16 miras a otorgar la medida cautelar para evitar daños y 49 perjuicios de difícil reparación al quejoso y conservar viva la materia de¡ juicio, si con ello no se lesionan el interés social y el orden público, lo cual podrá resolver la sensibilidad del Juez de Distrito, ante la realidad del acto reclamado, pues si el perjuicio al interés social o al orden público es mayor a los daños y perjuicios de difícil reparación que pueda sufrir el quejoso, deberá negar la suspensión solicitada, ya que la preservación del orden  público y el interés de la sociedad están por encima del interés particular afectado."

21)
Es indudable que las jurisprudencias por contradicción 15/96 y 16/96, son una llave que abre varios "candados" formados por una anquilosada interpretación de la medida suspensional en el amparo, sin embargo, al vincular la decisión en cada caso, a la "apariencia del buen derecho", se auspicia una apreciación subjetiva por parte del juzgador que, por subjetiva, podrá dar pauta a diversidad de criterios sobre una misma cuestión y también puede provocar un cerco de decisión en los casos en que, de la mera presentación de la demanda de garantías, no se pueda aún apreciar si se da o no la "apariencia del buen derecho", lo cual incidirá entonces en un análisis trunco de la procedencia de la suspensión provisional, que es la que mayor premura y profundidad de decisión requiere. Porqué, si no se puede apreciar la "apariencia del buen derecho", pregunto, qué elementos habrá de considerar el juez. Creo que los factores de interés a que antes aludí, por ser objetivos, estarán siempre al alcance del juzgador, este puede siempre apreciar el interés

DEL QUEJOSO:
Mantener la materia del amparo y evitarle daños jurídicos o materiales de difícil o imposible reparación.



DE LA SOCIEDAD:
Que al concederse no se transgreda da el orden e interés públicos.



DEL TERCERO    PERJUDICADO:
Que al concederse no se le ocasionen daños jurídicos o materiales de imposible o difícil reparación, y que los reparables le sean garantiza​dos.

22)
El rubro y contenido de la Jurisprudencia por Contradicción 15/96, permite tratar ahora el segundo 61 candado" que anuncié, que es la NEGATIVA DE ARBITRIO" a los jueces de amparo para calificar el orden público de los actos que enuncia el artículo 124 de la Ley de Amparo, cuya observancia exige la referida tesis 15/96.

Este candado deriva de la interpretación de la tesis de jurisprudencia de la anterior Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que aparece publicada en la Gaceta número 56 del Semanario Judicial de la Federación, página 18, Segunda Sala, tesis 2a./J.6192, bajo el rubro: SUSPENSION IMPROCEDENTE, TRATÁNDOSE DE ALZA DE PRECIOS DE ARTICULOS DE CONSUMO NECESARIOS. "En el artículo 124 de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales el legislador señaló, de manera enunciativa, casos en los que estimó que de concederse la suspensión de¡ acto reclamado se afectaría el interés social o se contravendrían disposiciones de orden público, entre los que se encuentra el alza de precios de  artículos de consumo necesario. Por ello en esos casos la suspensión de los actos reclamados afectaría el interés social o daría lugar a que se contravinieran 46 normas de orden público, por lo que queda fuera del arbitrio del juzgador la calificación en cuanto a que si la con la suspensión se producen o no la afectación o la contravención mencionadas. Consecuentemente, en tales supuestos resulta improcedente otorgar la suspensión."

No debe entenderse aplicable de manera dogmática la anterior jurisprudencia, ya que de ser así se trastocaría severamente la suspensión de los efectos de los actos reclamados en el juicio de amparo, pues bastará que al causar molestia a un gobernado o privarlo de algún derecho, la autoridad responsable invoque como justificación alguno de los supuestos que en lista el artículo 124 de la Ley de Amparo, para que contra dicho acto no sea de concederse la suspensión y esto se presenta aún más grave, si tal criterio no sólo se aplica a los casos que enmarca el referido artículo 124 sino que, por analogía, a todos aquéllos en que la autoridad responsable invoque motivos que, aunque distintos de los del artículo 124, revistan también un interés u orden público.

La afectación del orden o interés públicos sólo pueden dar lugar a negar la suspensión de los efectos del acto reclamado, cuando no exista manera en la que el Juez de Amparo pueda establecer condiciones preventivas de dicha afectación, pero, si le es dable fijar las condiciones pertinentes para ello, es claro que entonces sí procederá conceder la medida suspensional atendiendo así a los intereses involucrados en la misma.

Como ejemplo de lo anterior tenemos la clausura de un giro comercial, provocada por la venta de un producto de primera necesidad a un precio mayor del autorizado oficialmente. Debe poder concederse la suspensión a fin de que cese la clausura y se permita reanudar el desarrollo del giro, condicionándola a que la venta del producto se realice al precio autorizado y se cumplan con todas las demás normas que regulen la operación de ese comercio, dejando para esto expedita la facultad de las autoridades responsables de supervisar lo anterior y, en caso de que se detecte alteración en el precio del producto o cualquier otro desacato a las normas que regulan el giro en cuestión, además de que con ello cesarán los efectos de la suspensión, las responsables podrán aplicar las sanciones procedentes e, incluso, de darse un delito contra la economía pública, formular la denuncia penal respectiva.

Las anteriores medidas preventivas que dicte el juez al conceder la suspensión, permitirán que la venta del producto no se siga realizando a un precio no autorizado y ante esto, no sólo no se compromete, sino que se auspicia el interés tutelado por las normas de control de precios, que lo es pugnar por la posibilidad de adquirir alimentos básicos las clases sociales económicamente débiles; por otra parte, se propicia la subsistencia de la fuente de trabajo de los que laboran en el giro comercial, y se permite al público vecino tener pronto acceso a la compra del producto.

Interpretar de manera contraria la jurisprudencia que nos ocupa, insisto, sería privar al Juez de Amparo, en la mayoría de las veces, del arbitrio que sustenta su facultad implícita de valorar la posibilidad de armonía de los factores de interés que juegan en la suspensión y por esto, debe interpretarse que lo que la citada jurisprudencia dispone en relación con los supuestos de orden e interés público que relaciona el artículo 124 de la Ley de Amparo es, que no le es dable al juzgador calificar si los citados supuestos revisten esas características públicas, mas no se debe llegar al extremo de que los mismos lleven a que se niegue la suspensión, no obstante que se puedan dictar medidas que prevengan la afectación de ese orden e interés, ya que el propio artículo 124 señala que se siguen perjuicios al interés social y se contravienen disposiciones de orden público, "....cuando, de concederse la suspensión: se continúe el funcionamiento de centros de vicio, de lenocinios, la producción y el comercio de drogas enervantes; se permita la consumación o continuación de delitos o de sus efectos, o el alza de precios con relación la artículos de primera necesidad o bien de consumo innecesario; se impida la ejecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave, el peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país, o la campaña contra el alcoholismo y la venta de substancias que envenenen al individuo o degeneren la raza; o se permita el incumplimiento de las órdenes militares; ".

Ante esta redacción, es indudable que debe interpretarse que si de concederse la suspensión no se continúan las figuras enumeradas, la suspensión será de otorgarse y es claro que, para que no se continúe, el Juez de Amparo, a través de sus facultades implícitas, puede dictar todas las medidas pertinentes para que ello se prevenga y no como parece indicar la jurisprudencia 6/92 que se comenta, que siempre "en tales supuestos resulta improcedente otorgar la suspensión".

En apoyo de lo anterior, cabe citar la reciente jurisprudencia por contradicción de tesis 54/96, que en sesión de 30 de agosto del presente año emitió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro y tenor, son los siguientes: ACTAS DE VISITA DOMICILIARIA EN LAS QUE SE ASIENTA QUE EN EL INTERIOR DE LA NEGOCIACION VISITADA SE PERMITE LA PRESENCIA DE PERSONAS CON TENDENCIA A LA PROSTITUCION, SU VALOR PROBATORIO QUEDA AL PRUDENTE ARBITRIO DEL JUZGADOR PARA LOS EFECTOS DE CONCEDER 0 NEGAR LA SUSPENSION DEL ACTO RECLAMADO, CON FUNDAMENTO EN EL ARTICULO 124, FRACCION II, PARRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE AMPARO. "Dado que la visita a una negociación tiene una duración limitada y corta, es claro que la demostración de estar en  presencia de centros de vicio y de lenocinios, por parte de un inspector al realizarla, resultaría poco menos que Imposible jurídicamente, ya que el lenocinio tiene como nota esencial la prostitución, mediante actos que aun cuando pueden ser demostrables, fundamentalmente, mediante pruebas testimoniales, éstas sólo son admisibles, en materia de suspensión, en amparos penales, en los términos del artículo 131, segunda párrafo, de la Ley de Amparo; también podrían ser eficaces para la demostración, las fotografías, aun cuando esta prueba traería como consecuencia el que se tuviera que probar que, en efecto, dichas fotografías corresponden al lugar visitado.  Sin embargo, esa dificultad en la prueba no puede llevar a considerar que deba darse valor probatorio pleno a las actas de visita para determinar si la suspensión debe ser negada cuando en las mismas se asiente que en la negociación se permite la presencia de personas con tendencia a la prostitución porque de concederse se perjudicaría el Interés social y se contravendrían disposiciones de orden público; pero tampoco podría sostenerse válidamente, en forma general, que las aseveraciones asentadas en las actas, son simples afirmaciones subjetivas, de conductas no precisadas, por lo que sí procede la suspensión dado que no se acredita la contravención a preceptos de orden público ni que se perjudica el interés social, porque en uno y otro caso se sujetaría al juzgador a una regla abstracta, preestablecida, que le señalaría la conclusión que forzosamente debería de aceptar, en presencia de las actas de visita domiciliaria, sin ninguna libertad de criterio, lo cual limitaría su arbitrio en la apreciación de las pruebas, y dejaría prácticamente en manos de los Inspectores la calificación del lugar visitado, en un caso; y en otro caso, se anularía el documento como prueba, al no dársele ningún valor probatorio.  Por tanto, la valoración de las actas de visita domiciliaria en la que se asienten esos hechos, debe quedar al prudente arbitrio del juzgador, el cual debe valorarlas indiciariamente, pues contienen hechos que están ligados a un determinado ámbito espacial; hechos controvertidos que podrían fortalecerse o desvanecerse, según el caso, en presencia de otros indicios o medios probatorios."

23)
Por último, analizando el "tercer candado" a que hemos aludido, se tiene que lo constituye la interpretación que se ha dado al artículo 140 de la Ley de Amparo, que dispone: "Mientras no se pronuncie sentencia ejecutoria en el juicio de amparo, el Juez de Distrito puede modificar o revocar el auto en que haya concedido o negado la suspensión, cuando ocurra un hecho superveniente que le sirva de fundamento."

24) Se ha restringido el "hecho superveniente", a un acontecimiento material acaecido con posterioridad al momento del decreto de la suspensión, o bien que, aun sucedido antes, no haya sido del conocimiento de las partes, quejosa y tercero perjudicado; con esto, se ha coartado la posibilidad de que el Juez de Amparo, directo responsable de los alcances de negar, conceder o modificar la medida, pueda pronunciarse al respecto ya que se ha perdido de vista que otro "hecho superveniente" lo constituye, el conocimiento que llegue a tener el juez, de circunstancias materiales o jurídicas, que le eran desconocidas al momento en que se pronunció originalmente sobre la suspensión.

No es permitido al Juez de Amparo revocar sus propias determinaciones sobre suspensión, si ello pretende hacerlo considerando exactamente los mismos elementos de hecho y de derecho que manejó en su dictado original, ya que esto comprometería la seguridad jurídica de quien con ese dictado se vio beneficiado, mas si para revocar o modificar maneja ahora nuevos elementos de conocimiento que permiten que la suspensión se ajuste a sus fines, es claro que implícitamente le es dado hacerlo, pues con ello salvaguarda la materia del amparo, el interés legítimo de las partes, el de la sociedad, el de la Constitución.  Ah, además, evita incurrir en responsabilidad.

A este respecto cabe citar el criterio que en 1942 sostuvo la entonces Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en el Tomo LXXIV, página 4634 de la jurídicamente enorme Quinta Epoca del Semanario Judicial de la Federación, cuyo tenor literal es el siguiente: SUSPENSION POR CAUSA SUPERVENIENTE. "Por acto superveniente debe tenerse, no sólo el que cronológicamente acontece con posterioridad al tiempo en que el juez de distrito conoce de la suspensión, sino aquél que era desconocido por el juez federal en el momento de otorgarla; no el que sucede ante la autoridad responsable, sino el que conoce el juez de distrito en forma distinta, a como lo conoció cuando resolvió el incidente por primera vez, pues el efecto de la suspensión es mantener viva la materia del amparo y está obligado el juez a tener en cuenta, muy especialmente, las circunstancias reales del hecho, tal cual existe."

25)
Es indudable que el criterio anterior confirma lo hasta aquí expuesto, en el sentido de que al Juez de Amparo se le debe reconocer que tiene la facultad amplísima de considerar, oportunamente, todo elemento que le sea conocido y que, guardando relación con la materia de la suspensión, le permita analizar y pronunciarse en cuanto a la armonía de los intereses que afecte.

26) Se han expuesto aquí una serie de afirmaciones que parecieran estar sobreentendidas por la facilidad de su sustento: el carácter nacional de nuestra Constitución General, el carácter adjetivo de la Ley de Amparo respecto de nuestra Carta Magna y de la institución de la suspensión respecto del juicio de garantías; el carácter vital de la suspensión frente al amparo y de éste frente a la Constitución; que el Juez de Amparo tiene la facultad expresa, nacional, de salvaguardar al juicio de amparo, su materia y su eficiencia; que esto lo logra a través de un debido manejo de la suspensión; que toda facultad expresa requiere de operarse con el auxilio de facultades implícitas; que la facultad implícita primordial en la suspensión en el amparo, es analizar y salvaguardar la armonía de los factores de interés que debe observar, el del quejoso, el del tercero perjudicado, el de la sociedad.

27) No obstante todos estos claros enunciados, se ha permitido que la "técnica" de la suspensión, propiciada por la doctrina y la jurisprudencia, comprometa la posibilidad de suspender los efectos futuros de los actos reclamados, limite el arbitrio del Juez de Amparo no obstante que pueda preservar el interés y el orden públicos, e impida que dicho juzgador considere, en cualquier momento, todos los elementos de conocimiento que le permitan adecuar su resolución de suspensión a la realidad del acto reclamado, a sus efectos y a los intereses que atiende.

Así, la técnica, adjetiva por naturaleza, limita a la institución sustantiva a la que sirve, desvanece su eficiencia, e impide el debido resguardo del interés que esa institución tutela. Preocupante no.
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Atendiendo a la convocatoria formulada por el Señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ministro Genaro David Góngora Pimentel, el 17 de noviembre último, al integrar esa Comisión que usted dignamente coordina, me permito presentar a la misma, y en relación con LA SUPLENCIA DE LA QUEJA, las siguientes

PROPUESTAS:

Reforma al Artículo 76 Bis de la Ley de Amparo, contenido en el Capítulo X (De las sentencias), del Título Primero (Reglas Generales), del Libro Primero, (del Amparo en General), cuyo texto actual, es el siguiente:

Artículo 76 bis.

"Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la de demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:

I.  En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia.

II.  En materia pena¡, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo.

III.  En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el

artículo 227 de esta ley.

IV.  En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará a

favor del trabajador.

V.  A favor de los menores de edad o incapaces.

VI.  En otras materias, cuando se advierta que ha habido

en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa".

Se propone que el anterior precepto se reforme, para que quede de la siguiente manera: Artículo 76 bis.

"Las Autoridades que conocen de¡ Juicio de Amparo en cualquier materia deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, as¡ como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, siempre que medie una cuestión de orden público".

Asimismo, y por su relación con el anterior precepto, propongo la reforma al Artículo 227 de la misma Ley de Amparo, contenido en el LIBRO SEGUNDO (Del Amparo en Materia Agraria), TITULO UNICO, Capítulo Unico, que es del siguiente texto actual :

"Art. 227.‑ Deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposiciones, comparecencias y alegatos, en los juicios de amparo en que sean parte como quejoso o como terceros, las entidades o individuos que menciona el artículo 212; así como en los recursos que los mismos interpongan con motivo de dichos juicios".

Propongo que el anterior artículo se reforme para quedar, como sigue:

"Art. 227.‑ Deberá suplirse la deficiencia de la queja en los términos que señala el Artículo 76 bis de la presente Ley" (conforme a reforma propuesta).

Las propuestas planteadas las formulo apoyándome en las consideraciones que me permito acompañar.
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C O N S I D E R A C I O N E S

EN EL JUICIO DE AMPARO LA SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA DEBE ATENDERSE EN TODA INSTANCIA Y MATERIA, SIEMPRE QUE MEDIE UNA CUESTION DE ORDEN PUBLICO.
 

La aseveración que da título a este trabajo expone la manera en que ‑en mi opinión​- se debe entender y se debe aplicar la suplencia de la deficiencia de la queja, pues sólo así quedará satisfecho el interés tutelado por esta institución procesal, cuya atención, antes de las últimas reformas que a este respecto se hicieron a la Ley de Amparo
, se encontraba prevista como una facultad discrecional del juzgador de amparo en materia penal y en favor de la parte obrera en materia laboral, y sólo se preveía como obligatoria cuando el acto reclamado se fundara en leyes declaradas inconstitucionales por la Jurisprudencia de la Suprema Corte o cuando figuraran como quejosos los menores de edad o incapaces
, así como en materia agraria en los juicios en que eran parte, como quejosos o como terceros, los medios de población ejidal o comunal, los ejidatarios y comuneros en sus derechos agrarios, así como en su pretensión de derechos a quienes pertenecían a la clase campesina
.

La Reforma de 1986, con buen criterio, estableció como obligatorio, para las autoridades que conozcan del juicio de amparo, suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que establece la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales, en los siguientes casos: "Art. 76 Bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente: I.-  En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la Jurisprudencia de la Suprema Corte de justicia.  II.-  En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo.  III.  En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el artículo 227 de esta Ley.  IV.  En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador. V.  En favor de los menores de edad o incapaces. VI.  En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa" ‑(Texto vigente a partir del 4 de junio de 1986).

Asimismo, la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución General de la República, publicada en el Diario Oficial de la Federación del 11 de mayo de 1995, estableció la suplencia de la deficiencia de la queja en el dictado de las resoluciones que se emitan, tanto en la acción de controversia constitucional como en la de inconstitucionalidad
. 

Ahora bien, para entender y aplicar una institución, es menester entender su razón de ser, y si se ven los supuestos bajo los cuales ha venido operando la suplencia de la queja, se aprecia que con ella se busca la preservación de instituciones cuyo resguardo no puede dejarse a la voluntad de su titular, bien porque involucren un derecho fundamental, como es la vida o la libertad, o derechos de trabajadores, ejidatarios, comuneros, menores e incapaces, o bien, facultades de las entidades de gobierno que litiguen la acción de controversia constitucional, o las posturas de las minorías legislativas y demás entidades que pueden plantear acciones de inconstitucionalidad; derechos, facultades o posturas cuyas correspondientes normas reguladoras disponen su irrenunciabilidad, ampliándose esta situación al derecho del quejoso de no ser sujeto de aplicación de leyes declaradas inconstitucionales por jurisprudencia de la Suprema Corte.

Las instituciones a preservarse así, son derechos que trascienden no sólo a la esfera particular de su titular, sino que revisten el orden público en que jurídicamente se sustenta nuestro Estado y sistema de derecho; luego, es claro que buscando un común denominador de los supuestos que originaron instituir la suplencia de la deficiencia de la queja, lo encontramos, precisamente, en ese orden público, y bajo este mismo denominador, por existir la misma razón, debemos entender la operancia de suplir la queja, no sólo bajo los supuestos en que ahora lo exigen los artículos 76 bis, 227 de la Ley de Amparo y 39, 40 y 71 de la Ley Reglamentaria de la fracción I y II del artículo 105 de la Constitución General de la República, pues en todo litigio hay cuestiones, tanto procedimentales como sustantivas, que la ley o la jurisprudencia señalan que revisten carácter de orden público, como es el caso del análisis de los elementos de procedencia de la acción
, y que, por lo mismo, su vigencia no debe dejarse expuesta a la renuncia expresa de su titular o a la renuncia implícita derivada de una nula o deficiente alegación o actuación en el juicio, por lo que cuando ésta se dé, deberá ser la suplencia de la deficiencia de la queja la que restituya la vigencia de ese orden, en cuya preservación ‑por ser público‑ el pueblo está interesado, sin importar la materia sobre la cual se proyecte
.

El orden público es así ‑a mi entender‑ el interés que debe tutelar el legislador, tanto a nivel constitucional, como ordinario, y por ello su atención se debe prever como obligación del juez en todas las materias, sólo no habrán de atenderse, cuando el silencio en el juicio afecte derechos renunciables por ser del exclusivo interés particular de quien los ostente o reclama, pues, en este caso, tal silencio o falta de defensa deberá surtir sus consecuencias procesales y sustantivas y no deberá ser objeto de atención en suplencia de queja, toda vez que ese interés particular no se encuentra tutelado por la institución supletoria que se ha tratado.

Mantener la suplencia de la queja en los ámbitos limitados en que ahora se aplica, lleva a establecer, sin justificación alguna, un orden público "de primera categoría" y  un orden público" de segunda categoría".  Este último, lo es aquél que, no obstante ser tal, orden público, no merece de especial resguardo por el juzgador, con su correspondiente detrimento.

Por otro lado, justificar lo anterior con el argumento de que implicaría que la pericia del juzgador sustituyera a la del abogado, solapándose así la abulia y negligencia de éste; ésto, no puede ser justificativo de no atender la suplencia de la queja siempre que medie una cuestión de orden público, ya que además de que ésta ya se tutela expresamente en ciertas materias y con ésto se puede ya estar propiciando tal abulia e irresponsabilidad, sin embargo, no ha sido obstáculo para suplir la deficiencia de la queja, pues con justa razón se estima que la impericia del abogado no puede provocar el sacrificio del derecho de su cliente y, cabe preguntar, si no debe ésto prevenirse en todo litigio, pues, de no hacerse así, no solamente estaríamos hablando de un orden público de primera o segunda categoría, sino también, de justiciables bajo esa doble e inequitativa clasificación; debe, en todo caso, dejarse al litigante el resguardo de su dignidad profesional al procurar que sus argumentos no requieran de ser reparados por la autoridad judicial.

Se puede entender también que la aplicación que hasta ahora se ha hecho de la suplencia de la queja a favor sólo de ciertos sujetos de la población, corresponde a la necesidad de igualar su status jurídico frente al de contrarios mas poderosos, económica, cultural e intelectualmente hablando, o bien, para salvaguardar derechos fundamentales del hombre como la vida, la libertad, la dignidad; sin embargo, cabe también preguntar, si no en la actualidad esas diferencias de status jurídicos o esa salvaguarda del derecho fundamental a la vida digna, a la libertad física, económica e intelectual, no se presenta también en los litigios de deudores, de inquilinos, de ocupantes, de predios sin título que aspiran a una vivienda indispensable, en los derechos del cónyuge maltratado, del causante ante la autoridad fiscal; y qué decir de la inseguridad a que se enfrenta a la sociedad entera cuando, en aras del estricto derecho con que se atienden los agravios del Ministerio Público, se confirma la libertad de delincuentes que, de permitirse suplir la deficiencia de los argumentos de la Representación Social, conllevaría a revocar la resolución que los pone en la calle con impunidad y ante la indefensión de la sociedad a quien la ley y la justicia deben de resguardar.

Encuadrar o enlistar, limitadamente, los supuestos de suplencia de la queja, implica discriminación e injustificada desatención de los no incluidos, por lo que ideal sería que se estableciera, en rango constitucional y, por lo pronto, en la Ley de Amparo, que LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEBE ATENDERSE EN TODA INSTANCIA Y MATERIA, SIEMPRE QUE MEDIE UNA CUESTION DE ORDEN PUBLICO, pues además, ello impediría que la jurisprudencia deba de hacer encuadramientos casuistas.

Por último, estimo que la aplicación de la suplencia de la queja no compromete la igualdad procesal de las partes, en virtud de que EL PROCEDIMIENTO NO DEBE APRECIARSE COMO UN MEDIO PARA DILUCIDAR QUIEN LITIGA MEJOR, SINO PARA DEFINIR A QUIEN LE ASISTE EL DERECHO, y esta definición, al darse en un medio que exige que se respete y salvaguarde el orden público, aun supliendo para ésto la queja, es indudable que se proyectará mas confiable que la definición que se emite cerrando los ojos ante la vulneración de dicho orden, propiciada por la torpeza o ignorancia de uno de los litigantes. En relación con ésto cabe acoger la conclusión a que arriba la Señora Ministra Olga María del Carmen Sánchez Cordero García Villegas, en su ensayo “El principio de Estricto Derecho”11, cuando sostiene: "EL PRINCIPIO DE ESTRICTO DERECHO NACE COMO UNA EXCEPCION A LA REGLA GENERAL, HOY, DE FORMA DESNATURALIZADA SE HA CONVERTIDO EN LA REGLA GENERAL LO QUE NACIO COMO UNA EXCEPCION.

No puede pensarse que la manera en que actualmente se regula la intención de igualar las fuerzas en litigio en favor de quienes, por su ámbito de cultura, social, económico, de salud, o de edad, no cuentan originariamente con ese ambiente de equidad, pueda llevar, vía suplencia de la queja, a permitir la desatención del orden público, pues éste, se insiste, es el sustento de todo régimen de derecho y no es dable que un afán de equidad, sustento a su vez de la justicia, lleve a quebrantar una institución a la que ambas, equidad y justicia, están para servir.

‑NO SE PROPONE SUPLIR LA VOLUNTAD DE ACCIONAR 0 RECURRIR.

‑NO SE PROPONE SUPLIR LA DEFICIENCIA DE LA PRUEBA.

‑SE PROPONE, SOLAMENTE, QUE: “SE SUPLA LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN LOS JUICIOS DE AMPARO, EN CUALQUIER MATERIA Y EN TODA INSTANCIA, SIEMPRE QUE MEDIE UNA CUESTION DE ORDEN PUBLICO”.
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PROPUESTA DE REFORMA AL ARTICULO 11 DE LA LEY REGLAMENTARIA DEL JUICIO CONSTITUCIONAL.

CONCEPTO DE AUTORIDAD RESPONSABLE

La interpretación y tutela de la Constitución y las Leyes secundarias están encomendadas en última instancia a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por conducto del Juicio de Amparo.

El amparo creado por Crescencio E. Rejón, y perfeccionado por Mariano Otero, el Juicio de amparo es una aportación jurídica de México al mundo. Como medio de control directo de la constitucionalidad y de la legalidad, que obliga a las autoridades a no apartarse de la Constitución ni del texto de Leyes secundarias.

Indudablemente que no puedo desarticular el Juicio de Amparo de nuestra Constitución Política y por lo mismo considero conveniente mencionar algunos aspectos históricos de nuestra Constitución.

La evolución Constitucional de México está ligada, de modo inseparable, a la historia de nuestra integración y desenvolvimiento nacional.

La Constitución es la Ley suprema y la norma de normas. Comprende las reglas esenciales a que debe sujetarse una sociedad y fija las bases jurídicas del orden político. Por eso, todas las etapas cruciales de la historia de México han desembocado en la formulación de un documento constitucional en el que se expresan las soluciones que, dentro de las circunstancias y limitaciones de cada tiempo, pudieron encontrarse para realizar las grandes aspiraciones del pueblo, que están en el fondo de todo nuestro drama histórico: conquistar la plena libertad del hombre y la justicia en las relaciones sociales; asegurar el imperio del Derecho y garantizar y consolidar la independencia nacional.  Por eso, ignorar la función histórica de una sola de nuestras Constituciones, es desarticular el cuadro general de nuestra evolución nacional.

Muchos sacrificios fueron necesarios para llegar a la expedición de la carta de 1857 y más todavía para hacerla respetar; la Guerra de la Reforma y la Intervención Francesa son acontecimientos heroicos en la ruta de esa epopeya.

Nuestro devenir histórico comprueba que siempre que se llegue al acaparamiento de los recursos, principalmente de la tierra, por unos cuantos privilegiados, tendrá que venir un violento movimiento que destruya tal estado de cosas y lo substituya por otro más JUSTO Y EQUITATIVO en el que todos tengan oportunidad de acceso al bienestar y a la riqueza.

Así nació la Revolución de 1910 que culminó en el Congreso Constituyente de Querétaro de 1917.

Si la Ley Suprema del 24 fincó la forma de gobierno y la del 57 y 17 los derechos del hombre, haciendo fructificar la sangre derramada en los campos de batalla, salvó a la Nación al organizarla bajo principios de equidad jurídica y al establecerla sobre la base inconmovible que constituye la esencia programática de la Revolución: la Justicia Social.

La Constitución de 1917, a más de ser la norma que ha permitido la convivencia pacífica y constructiva del Pueblo Mexicano, ha operado como el instrumento jurídico que, modificando substancialmente la estructura social, económica y política de la Nación, garantiza por igual la imposibilidad del retroceso, la solidez de lo obtenido y el carácter inexorable del avance.

Los Constituyentes de 1857 y de 1917, manteniéndose alertas a las ideas del mundo, lo estuvieron también a los problemas y realidades de México. Supieron y pudieron asimilar y desechar, incorporar y adaptar ideas y procedimientos, como es la propuesta que hoy nos ocupa.

El concepto de autoridad responsable se incluyo en la Segunda Ley de Amparo en el año de 1969, mismo que hasta la fecha a permanecido casi inalterable, en el Artículo 11 de la Ley de Amparo que prescribe y establece como Autoridad Responsable al:

ARTICULO 11 DE LA LEY DE AMPARO: ES AUTORIDAD RESPONSABLE LA QUE DICTA, PROMULGA, PUBLICA, ORDENA, EJECUTA 0 TRATA DE EJECUTAR LA LEY 0 EL ACTO RECLAMADO.

Sin embargo, este ha sido interpretado por los Órganos Jurisdiccionales del Poder Judicial Federal, al grado de que a considerado como Autoridad Responsable a los siguientes organismos Descentralizados del Gobierno Federal, como son Corett, las Universidades y Subdelegaciones del Instituto Mexicano del Seguro Social, pero muy limitados a muchos mas organismos descentralizados que afectan a diario a los Gobernados, quienes sin ser oídos ni vencidos en juicio, se les afecta su esfera jurídica.

Si bien es cierto, Autoridad debe ser un órgano del Estado que unilateralmente impone su voluntad en relaciones de supra o subordinación, regidas por el derecho público, que afecte la esfera jurídica del gobernado, y siendo los organismos descentralizados auxiliares de la Administración Pública Federal en base al artículo 3 y 45 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, deben ser considerados dentro del poder ejecutivo federal en base a los artículos 1°. 2°., y 17 del mismo ordenamiento legal antes citado.

ARTICULO 10. DE LA LEY ORGANIZA DE LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA FEDERAL: LA PRESENTE LEY ESTABLECE LAS BASE DE ORGANIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA FEDERAL, CENTRALIZADA Y PARAESTATAL. LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA, LAS SECRETARIAS DE ESTADO Y LOS DEPARTAMENTOS ADMINISTRATIVOS, INTEGRAN LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA CENTRALIZADA. LOS ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS, LAS EMPRESAS DE PARTICIPACIÓN ESTATAL, LAS INSTITUCIONES NACIONALES DE CRÉDITO, LAS ORGANIZACIONES AUXILIARES NACIONALES DE CRÉDITO, LAS INSTITUCIONES NACIONALES DE SEGUROS Y DE FINANZAS Y LOS FIDEICOMISOS, COMPONEN LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA PARAESTATAL.

ARTICULO 2°. DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA FEDERAL: EN EL EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES Y PARA EL DESPACHO DE LOS NEGOCIOS, DE ORDEN ADMINISTRATIVO ENCOMENDADOS AL PODER EJECUTIVO DE LA UNIÓN, ABRA LAS SIGUIENTES DEPENDENCIAS DE LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA CENTRALIZADA: 1. SECRETARIAS DE ESTADO, Y II.  DEPARTAMENTOS ADMINISTRATIVOS.

ARTICULO 17 DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA FEDERAL: PARA LA MAS EFICAZ ATENCIÓN Y EFICIENTE DESPACHO DE LOS ASUNTOS DE SU COMPETENCIA, LA SECRETARIAS DE ESTADO Y LOS DEPARTAMENTOS ADMINISTRATIVOS PODRÁN CONTAR CON ÓRGANOS ADMINISTRATIVOS DESCONCENTRADOS QUE LES ESTARÁN JERÁRQUICAMENTE SUBORDINADOS Y TENDRÁN FACULTADES ESPECIFICAS PARA RESOLVER SOBRE LA MATERIA Y DENTRO DEL ÁMBITO TERRITORIAL QUE SE DETERMINE EN CADA CASO, DE CONFORMIDAD CON LAS DISPOSICIONES LEGALES APLICABLES.

No debe perderse de vista que la desconcentración doctrinaria y legal, como se ha señalado, corresponde a la forma jurídica ‑administrativa en que la administración centralizada con organismos o dependencias propias, presta servicios y desarrolla acciones en distintas regiones del territorio del país. su objeto es doble: acercar la prestación de servicios en el lugar o domicilio del usuario, con economía para este, y descongestionar al poder central y rescongestionar al poder central.

Para el jurista español, de la Vallina Velarde, la desconcentración es "aquel principio jurídico de organización administrativa, en virtud del cual se confiere con carácter exclusivo una determinada competencia a uno de los ÓRGANOS encuadrados dentro de la jerarquía administrativa, pero sin ocupar la cúspide de la misma". ( "la desconcentración administrativa" revista de administración pública, Madrid, 35, mayo agosto de 1961).

Así mismo, la doctrina distingue claramente entre desconcentración y descentralización administrativas: si bien ambas son formas jurídicas en que se organiza la administración y en las dos el poder central transmite parte de sus funciones a determinados ÓRGANOS u organismos, existe la diferencia esencial en que los ÓRGANOS de la primera están sujetos al poder jerárquico y los organismos de la segunda están fuera de la relación jerárquica del poder central, por esta situación jurídica, la doctrina italiana llama a la primera descentramento burocrático o jerárquico y a la segunda descentramento autárquico.

Los organismos descentralizados, tienen personalidad jurídica y patrimonios propios, los ÓRGANOS desconcentrados carecen de los dos. Siguiendo este pensamiento, los artículos 3°. y 45 de la ley orgánica de la administración jurídica federal sostienen :

ARTICULO 3°.: EL PODER EJECUTIVO DE LA UNIÓN SE AUXILIARA EN LOS TÉRMINOS DE LAS DISPOSICIONES LEGALES CORRESPONDIENTES, DE LAS SIGUIENTES ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA PARAESTATAL:

"I.  ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS; H. EMPRESAS DE PARTICIPACION ESTATAL, INSTITUCIONES NACIONALES DE CREDITO, ORGANIZACIONES AUXILIARES NACIONALES DE CREDITO E INSTITUCIONES NACIONALES DE SEGUROS Y DE FINANZAS; Y 111. FIDEICOMISOS".

ARTICULO 45: SON ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS LAS ENTIDADES CREADAS POR LEY 0 DECRETO DEL CONGRESO DE LA UNIÓN 0 POR DECRETO DEL EJECUTIVO FEDERAL, CON PERSONALIDAD JURÍDICA Y PATRIMONIO PROPIOS, CUALQUIERA QUE SEA LA ESTRUCTURA LEGAL QUE ADOPTE.

AUTORIDAD PARA LOS EFECTOS DEL AMPARO. TIENE ESE CARÁCTER UN ÓRGANO DEL ESTADO QUE AFECTA LA ESFERA JURÍDICA DEL GOBERNADO EN RELACIONES JURÍDICAS QUE NO SE ENTABLAN ENTRE PARTICULARES.- La teoría general del derecho, distingue entre relaciones jurídicas de coordinación, entabladas entre particulares en materia de derecho civil, mercantil o laboral, requiriendo de la intervención de un Tribunal Ordinario con dichas competencias para dirimir las controversias que se susciten entre las partes; de subordinación, entabladas entre gobernantes y gobernados en materias de derecho público, donde la voluntad del gobernante se impone directamente y de manera unilateral sin necesidad de la actuación de un tribunal, existiendo como limite a su actuación de garantías individuales consagradas en la constitución y las de supraordinación que se entablan entre ÓRGANOS del estado. Los parámetros señalados resultan útiles para distinguir a una autoridad para efecto del amparo ya que, en primer lugar, no debe tratarse de un particular, si no de un órgano del Estado que unilateralmente impone su voluntad en relaciones de supra o subordinación, regidas por el derecho público, afectando la esfera jurídica del gobernado.

2a. XXXVI/99

Contradicción de tesis 71198. Entre las sustentadas por el tercer y el Sexto Tribunales Colegiados en Materia Administrativa del Primer Circuito.-  19 de febrero de 1999.-  Unanimidad de 4 votos.-  Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Mariano Azuela Güitrón Secretario: Ariel Alberto Rojas Caballero.

Cito e invoco como argumento de autoridad la siguiente tesis:

"AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. LO SON AQUELLOS FUNCIONARIOS DE ORGANISMOS PUBLICOS QUE CON FUNDAMENTO EN LA LEY EMITEN ACTOS UNILATERALES POR LOS QUE CREAN, MODIFICAN 0 EXTINGUEN SITUACIONES JURÍDICAS QUE AFECTAN LA ESFERA LEGAL DEL GOBERNADO.- Este Tribunal Pleno, considera que debe interrumpirse el criterio que con el número trescientos aparece publicado en la página 519 del apéndice al semanario Judicial de la Federación 1917-1988, segunda parte, que es del tenor siguiente: "AUTORIDADES PARA EFECTO DEL JUICIO DE AMPARO.-  El término (autoridades) para los efectos del amparo, comprende a todas aquellas personas que disponen de la fuerza pública en virtud de circunstancias, ya legales, ya de hecho, y que, por lo mismo, estén en posibilidad material de obrar como individuos que ejerzan actos públicos, por el hecho de ser pública la fuerza de que dispone"., Cuyo primer precedente data de 1919, dado que la realidad en que se aplica a sufrido cambios, lo que obliga a esta Suprema Corte de Justicia, máximo interprete de la constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a modificar sus criterios, ajustándolos al momento actual.  En efecto, las atribuciones del estado mexicano, se han incrementado con el curso del tiempo y de un estado de derecho, pasamos a un estado social de derecho, con una creciente intervención de los entes públicos en diversas actividades, lo que ha motivado cambios constitucionales que dan paso a la llamada rectoria del estado en materia económica, que a su vez modifico su estructura estadual (sic) y gestó la llamada administración paraestatal formada por los organismos descentralizados y las empresas de participación estatal, que indudablemente escapan al concepto tradicional de autoridad establecido en el criterio ya citado. Por ello., la aplicación generalizada de éste en la actualidad, conduce a la indefensión de los gobernados, pues estos organismos en su actuación, con independencia de la disposición directa que llegaren a tener o no de la fuerza pública, con fundamento en una norma legal, pueden emitir ACTOS UNILATERALES A TRAVÉS DE LOS CUALES CREAN, MODIFICAN 0 EXTINGUEN POR Sí 0 ANTE Sí, SITUACIONES JURÍDICAS QUE AFECTEN LA ESPERA LEGAL DE LOS GOBERNADOS, sin la necesidad de acudir a los ÓRGANOS judiciales ni del consenso de la voluntad del afectado.  Esto es, ejercer facultades decisorias que les están atribuidas en la ley y que por ende constituyen una potestad administrativa, cuyo ejercicio es irrenunciable y que por tanto se traducen en verdaderos actos de autoridad al ser de naturaleza pública, la fuente de tal potestad. Por ello, éste Tribunal Pleno, considera que el criterio supracitado no pude ser aplicado actualmente en forma indiscriminada sino que debe atenderse a las particularidades del especie o del acto mismo; por ello, el juzgador de amparo, a fin de establecer si a quien se le atribuye el acto es autoridad para efecto del juicio de amparo, debe atender a la norma legal y examinar si lo faculta o no para tomar decisiones o resoluciones que afecten unilateralmente la esfera jurídica del interesado, y que deben exigirse mediante el uso de la fuerza pública o bien a través de otras autoridades."

De lo reproducido precedentemente se desprende que la actual integración de esta suprema corte estima que se trata de una Autoridad para efectos del amparo LA QUE EMITE ACTOS UNILATERALES A TRAVES DE LOS CUALES CREA, MODIFICA 0 EXTINGUE POR Si 0 ANTE SI, SITUACIONES JURÍDICAS QUE AFECTAN LA ESFERA LEGAL DE LOS GOBERNADOS, sin la necesidad de acudir a los órganos judiciales ni del consenso de la voluntad del afectado.  Esto es, autoridad es la que ejerce facultades decisorias que le están atribuidas en la Ley y que por ende constituyen, una potestad administrativa, cuyo ejercicio es irrenunciable, al ser de naturaleza pública la fuente de tal potestad, abandonando el criterio tradicional de disponibilidad de la fuerza pública como distintivo del concepto que se analiza.

Aunado a lo anteriormente expuesto, puedo sostener que el concepto de autoridad responsable esta dado, en primer lugar, por exclusión de los actos de particulares, tal como se expuso al principio del presente argumento.  En efecto, la naturaleza, antecedentes y evolución del juicio de amparo apunta a sostener que este es improcedente contra actos de particulares, de lo que se sigue, haciendo una interpretación en sentido contrario, que para analizar la procedencia M juicio debe atenderse a que si el acto reclamado no es de particulares, el juicio será procedente. Lo expuesto anteriormente revela que debe atenderse a la clasificación que la teoría general M derecho hace de las relaciones JURÍDICAS de coordinación, supra a subordinación y supra-ordinación. Las primeras corresponden a las entabladas entre particulares y para dirimir sus controversias se crean en la legislación los procedimientos ordinarios necesarios para ventilarlas, dentro de ese tipo de relaciones se encuentran las que se regulan por el derecho civil, mercantil y laboral.  La nota distintiva de este tipo de relaciones es que las partes involucradas deben acudir a los Tribunales ordinarios para que coactivamente se impongan las consecuencias jurídicas establecidas por ellas o contempladas por la ley, estando ambas en el mismo nivel, existiendo una bilateralidad en el funcionamiento de las relaciones de coordinación.  Las relaciones de supra a subordinación son las que se entablan entre gobernantes y gobernados y se regulan por el derecho público que también establece los procedimientos para ventilar los conflictos que se susciten por la actuación de los órganos del Estado, entre ellos destaca el contencioso administrativo y los mecanismos de defensa de los derechos humanos.  Este, tipo de relaciones se caracterizan por la unilaterilidad y, por ello, la constitución establece una serie de Garantías Individuales como limitaciones al actuar de gobernante, ya que el órgano del estado impone su voluntad sin necesidad de acudir a los tribunales. Como es el caso que nos ocupa, en donde las responsables actuando dentro de su imperio de poder, crean, modifican situaciones al quejoso, en su perjuicio.

Para definir el concepto de autoridad Responsable cabe analizar si la relación jurídica que se somete a la decisión de los órganos jurisdiccionales de amparo se ubica dentro de las denominadas de supra a subordinación, debe partirse del supuesto de que el promovente debe tener el carácter de gobernado, para lo cual resulta en la práctica mas sencillo analizar, en primer lugar, si se trata de una relación de coordinación, la que por su propia naturaleza debe tener un procedimiento claramente establecido para ventilar cualquier controversia que se suscite, por ejemplo un juicio civil, mercantil o laboral.  De no contemplarse este procedimiento, y siendo el promovente y un gobernado, debe llegarse a la conclusión de que se trata de una relación de supra a subordinación, existiendo entonces una Autoridad Responsable, como es este caso.

Debe descartarse que en parte la argumentación expuesta precedentemente fue recogida en la tesis que a continuación se traduce:

AUTORIDADES. QUIENES LO SON, PARA LOS EFECTOS DEL AMPARO.-  Conforme a la tesis de jurisprudencia visible con el número 54 en la página 115 de la Sexta parte del apéndice al Semanario Judicial de la Federación publicado en 1965, autoridades son, para los efectos del amparo, todas aquellas personas que de hecho o de derecho 'disponen de la fuerza pública.'. Esa tesis formada por ejecutorias que van del tomo IV al tomo LXX de la quinta época del Semanario citado, necesita ser afinada en la época actual, en que las funciones del poder ejecutivo se han desplazado con complejidad creciente a organismos descentralizados y paraestatales. Y se tiene que llegar a la conclusión de que si los particulares no pueden por su voluntad unilateral, ni por estipulación respecto de tercero (artículos 1860, 1861, 1868 y relativos del Código Civil aplicables en Materia Federal), imponer a otros cargas que sean exigibles mediante el uso de la fuerza pública, ni directamente ni indirectamente (acudiendo para ello a los tribunales, por ejemplo), uno de los elementos que viene a caracterizar a las Autoridades, para los efectos del amparo (artículo 103, fracción 1, de la Constitución Federal), es el hecho de que con fundamento en alguna disposición legal puedan tomar determinaciones o dictar resoluciones que vengan, en alguna forma cualquiera, a establecer cargar en perjuicios de terceros, que puedan ser exigibles mediante el uso directo o indirecto de la fuerza pública (según que dispongan ellas mismas de esa fuerza, o que haya posibilidad de un camino legal para acudir a otras autoridades que dispongan de ella). Y cuando esas cargas sean en alguna manera exigible mediante el uso de la facultad económico‑ coactiva, como impuestos, derechos o aprovechamientos (artículo 11. Fracción I del Código Fiscal de la Federación), se estará frente a autoridades facultadas para dictar resoluciones de carácter fiscal." (Séptima Epoca. Tribunales Colegiados de Circuito. Semanario Judicial de la Federación. Tomo 145 - 150, Sexta Parte. Página 366).

INSTANCIA: Tribunales Colegiados de Circuito.

FUENTE: Semanario Judicial de la Federación.

PARTE: IX-Mayo

TESIS:

PAGINA: 403

RUBRO: AUTORIDADES PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO.

TEXTO: El concepto de autoridad para efectos del juicio de amparo no debe entenderse solamente para aquellos órganos que disponen de la fuerza pública, en sentido material, sino también el de que las autoridades ejerzan actos públicos, luego, si el ramo de la educación pública es un servicio público y la escuela oficial, un establecimiento de ese servicio público, es claro que la persona encargada de dirigirla tiene la representación de ese poder público dentro de su jurisdicción educativa y escolar, en virtud de la cual obra, dictando según su propio criterio y bajo su responsabilidad, determinaciones de cumplimiento obligatorio, de manera que el director si tiene el carácter de autoridad.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

PRECEDENTES:

Amparo en revisión 307191. María Luisa Sánchez Meza. 23 de octubre de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: José Angel Mardujano Gordillo. Secretaria: Julieta María Elena Anguas Carrasco.

En este orden de ideas, y en estricto apego a las garantías individuales y específicamente a los artículos 14 y 16 Constitucionales, no se justifica que organismos descentralizados como Comisión Federal de Electricidad, Pemex, y muchos otros, afecten la esfera jurídica de los ciudadanos impunemente, actuando dentro de su imperio de poder, y pasando por alto las garantías de nuestra constitución, quienes sin freno y sin control constitucional, pisotean los derechos de los ciudadanos, QUIEN NO HA VISTO 0 NO HA SABIDO DE UN CORTE DE ENERGÍA ELECTRICA EN PLENO VERANO A FAMILIAS, quienes sin ser oídas, ni vencidas en juicios, las privan del vital fluido eléctrico, en riesgo de sus propias vidas, como en el caso de esta ciudad de Mexicali, Baja California, que alcanzamos hasta los 50 grados centígrados en los meses de Julio y Agosto.

P R O P U E S T A S

ARTICULO 11.- ES AUTORIDAD RESPONSABLE, LA QUE DICTA, PROMULGA, PUBLICA, ORDENA, EJECUTA 0 TRATA DE EJECUTAR LA LEY 0 EL ACTO RECLAMADO, EN RELACIONES DE SUPRA – 0- SUBORDINACION, CON ALGÚN ÓRGANO DEL ESTADO, SEA CENTRALIZADO 0 DESCENTRALIZADO DE LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA FEDERAL, QUE DE ALGÚN MODO DIRECTO 0 INDIRECTO PUEDA IMPONER SU VOLUNTAD.

LIC. FIDEL ALFARO MELENDREZ

LA PROCEDENCIA DEL AMPARO CONTRA VIOLACIONES PROCESALES Y LA NECESIDAD DE REGULAR EL AMPARO ADHESIVO

SUMARIO

El sistema general que contiene la Ley de Amparo, en relación con la impugnación de violaciones procesales, pretende evitar la proliferación de amparos en relación con un mismo juicio. Por ello es que los artículos 158 y 114 fracción IV del ordenamiento en consulta, establecen como norma general que la impugnación de las violaciones procesales debe realizarse al promover el amparo directo en contra de la sentencia definitiva.

La falta de una redacción adecuada de estos preceptos, así como la diversidad de interpretaciones jurisprudenciales, y la inseguridad jurídica que con ellas se provoca, ha producido un efecto inverso.

Hoy en día, la mayoría de los abogados, al enfrentarse a una violación procesal cometida dentro de un juicio, promueven el amparo indirecto, aun cuando tenga el convencimiento de que lo procedente es el directo.  Se trata de una medida práctica para evitar verse atrapados en medio de un cambio jurisprudencial, como ya ha sucedido en más de una ocasión.

Por ello es que se propone reformar la ley, a efecto de incorporar en ella el criterio contenido en la jurisprudencia 6/91.  Es decir, deberá establecerse como norma general que el amparo indirecto no procede contra actos en juicio que solo produzcan efectos adjetivos, y por el contrario, si será procedente en contra de los que afecten derechos fundamentales.

Deberá indicarse además que el amparo indirecto si es procedente, en todos los casos en que la resolución reclamada tenga por efecto determinar: 1) La personalidad de las partes, 2) La competencia del tribunal, 3) La integración de la litis y 4) La legalidad del emplazamiento.

Para evitar los inconvenientes que presentaba la jurisprudencia antes referida, se propone crear la institución del amparo adhesivo.

El amparo adhesivo lo podrá promover la persona que haya obtenido resolución favorable en un juicio, en caso de que su contrario promueva amparo directo, y tendrá como finalidad impugnar las violaciones procesales que cometidas durante el juicio, no se hayan podido plantear en la vía indirecta, por no afectar derechos fundamentales, y que tampoco se pudieron exponer en el amparo directo, por carecer de interés jurídico al haberse obtenido resolución favorable.

Con esta propuesta se pretende armonizar la teoría y la practica, rescatando el valor intrínseco de los precedentes jurisprudenciales analizados, incorporándolos a la ley, y a la vez dando reglas que permitan resolver en forma rápida los cuestiones accesorias al juicio que se presentan en forma más común, referentes a presupuestos procesales. Anexo documento que contiene un estudio más profundo sobre el tema, así como la justificación de las propuestas que se hacen en este escrito.

LA PROCEDENCIA DEL AMPARO CONTRA VIOLACIONES PROCESALES Y LA NECESIDAD DE REGULAR EL AMPARO ADHESIVO

Por: Jorge E. de Hoyos Walther

A Alberto Enríquez de Rivera.

In memoriam.

I.-  INTRODUCCION

Quizá uno de los problemas que más dolores de cabeza ha dado a los juzgadores y litigantes en materia de amparo, es el relativo a la impugnación en esta vía de las violaciones cometidas durante un procedimiento. En mayor o menor grado, al toparnos con un acto ¡legal cometido durante el juicio, todos en algún momento nos hemos enfrentado a la disyuntiva: promover el amparo indirecto en ese momento, o bien esperar el dictado de la sentencia definitiva para luego hacer valer como violación procesal el acto que nos agravia.

Lo que en teoría parece de fácil solución, en la doctrina ha ocasionado enconados debates y en la práctica se ha convertido en motivo de innumerables sobreseimientos. El problema no es nuevo. El artículo 102 de la Constitución de 1857 fue reformado en 1908 y en 1915, buscando una solución satisfactoria que nunca llegó. El Constituyente de 1917 pensó haber encontrado un sistema fácil y ágil para poner punto final a la ya para ese entonces añeja discusión, estableciendo en el artículo 107 del texto constitucional la procedencia del amparo indirecto en contra de violaciones cometidas durante el procedimiento cuya ejecución fuese de "imposible reparación." Según explica Carpizo
 la expresión parecía tan clara que no suscitó ningún debate durante las sesiones, aprobándose tal como fue propuesta, y naciendo así a la vida jurídica la frase "actos procesales de imposible reparación".

No hubo de pasar mucho tiempo para que la Suprema Corte de Justicia tuviera que intervenir para explicar en que casos procedía el amparo indirecto por violaciones al procedimiento, y así fue que en el año de 1929 se pronunció en el sentido de que "actos de imposible reparación" eran los que tenían una ejecución material sobre las personas y las cosas.

Esta jurisprudencia fue recogida por el legislador federal e introducida en la Ley de Amparo promulgada en el año de 1936 (actualmente en vigor), cuyo artículo 114 en la fracción IV establece la procedencia del amparo biinstancial en contra de actos en el juicio "que tengan sobre las personas o sobre las cosas una ejecución de imposible reparación.

El precepto anteriormente señalado, recién estrenado y actualizado con las ideas dadas por la Corte en 1929, muy pronto sufrió una nueva modificación vía jurisprudencia, la que se dio en el año de 1941 por la Tercera Sala, para establecer que por actos de imposible reparación deberían de entenderse aquéllos cometidos durante el juicio y respecto de los cuales el órgano jurisdiccional no pudiera ocuparse nuevamente al dictar la resolución definitiva

Este criterio parecía haber llegado para quedarse, puesto que estuvo vigente durante 50 años, hasta que en Enero de 1991 el Pleno de la Suprema Corte de Justicia decidió modificarlo, para sustentar que por actos de imposible reparación dentro del juicio deberían entenderse aquellos que produjeran una afectación directa e inmediata a los derechos fundamentales de los gobernados, y no aquéllos que sólo producen la posibilidad de que esa afectación se produzca.

El objeto de este trabajo consiste en desarrollar las diversas corrientes que en relación con el punto han existidos y los problemas de índole práctico que han generado, concluyendo con la exposición del criterio que actualmente prevalece, así como la propuesta que formulamos.

Creemos que el tema es de importancia y actualidad, ya que no cabe la menor duda que al respecto no se ha dicho aún la última palabra.

II.-  EVOLUCIÓN DE LA IMPUGNACIÓN POR MEDIO DEL AMPARO, DE LAS VIOLACIONES PROCESALES COMETIDAS DURANTE UN JUICIO.

1.-  Constitución de 1857: El artículo 102 de la Constitución de 1857 establecía una procedencia en términos generales del amparo en contra de los actos de autoridad, sin hacer distinción por lo que toca a la impugnación de la sentencia definitiva de un juicio y los actos dictados dentro del procedimiento.

2.-  La reforma de 1908: El 12 de Noviembre de este año se modifica el artículo 102 constitucional, agregándole un párrafo, para establecer que el amparo solo podría promoverse una vez dictada la sentencia definitiva del juicio y agotados los recursos respectivos. Con ello se pretendía, poner fin al abuso del juicio constitucional, ya que el número de demandas promovidas en contra de violaciones procesales se había incrementado alarmantemente.

En este mismo año se expide el nuevo Código Federal de Procedimientos Civiles, ordenamiento que vendría a substituir al de 1897
. En la exposición de motivos del primero de los nombrados se establece lo siguiente:

"El código anterior comenzaba el capítulo de amparo copiando el artículo 101 de la Constitución política de la República, como la raíz u origen de este recurso; pero habiéndose dictado últimamente una reforma que limita los actos a que esa disposición se refería, pareció conveniente introducir en el capítulo esta limitación, y se hizo transcribiendo el texto constitucional reformado, en el artículo 662 del nuevo Código.

En virtud de esta disposición ya no se puede llevar al amparo toda clase de resoluciones judiciales del orden civil; sólo podrán ser materia de él aquellas que, por cualquier motivo que fuere, reúnan los condiciones de ley, a saber: que el acto consista en una sentencia que ponga fin al litigio y que contra esa sentencia no conceda la ley ningún recurso cuyo efecto pueda ser la revocación.

No cabe, por lo tanto, amparo contra un auto o contra una sentencia interlocutoria; tampoco cabe contra una sentencia definitiva sino cuando ha quedado firme, bien por haberse agotado sus recursos ordinarios, bien porque las partes hayan dejado en absoluto de interponerlos, o porque no los hubieran hecho valer oportunamente.”

Comentando este cambio, Briseño Sierras
 explica que su finalidad fue la de atacar el grave problema que en esos momentos representaba la incontenible corriente de demandas de amparo contra actos dictados dentro de juicio.

3.-  La reforma de 1915: Siete años después de la reforma al artículo 102 referida en el punto anterior, Venustiano Carranza propuso una nueva modificación a este precepto, a efecto volver a su texto original de 1857, en el cual se permitía el amparo contra actos procesales realizados dentro del juicio.  La exposición de motivos de la reforma resulta particularmente interesante para comprender el motivo del cambio:

"....me preocupa el abuso del amparo, pero me preocupa otra cosa: me preocupa que el amparo judicial sólo vaya a ser para sentencias definitivas ejecutoriadas, porque yo me doy cuenta que durante el procedimiento hay violaciones que se realizan de modo irreparable. Y en esas violaciones de modo irreparable ahí debe proceder el amparo."

"Que una experiencia de varios años, constante en múltiples ejecutorias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación vino a demostrar que las restricciones para la promoción del amparo en materia civil eran notoriamente inadecuadas, y por tanto, ineficaces para corregir los males que señalaba el Ejecutivo y las Comisiones dictaminadoras (se esta refiriendo al Ejecutivo y a las comisiones de la reforma de 1908)….."

"Que el aplazamiento del recurso de amparo en materia civil por violación de garantías diversas de la exacta aplicación de la ley se convirtió en un poder medio de opresión, pues la autoridad judicial pudo impunemente cometer toda clase de atentados contra la propiedad, los decretos de las personas y de las familias."

4)  Constitución de 1917: La Constitución que actualmente nos rige estableció en la fracción III del artículo 107 la procedencia del amparo en contra de actos de tribunales judiciales, administrativos y del trabajo, limitando la procedencia de este juicio a los siguientes casos:

contra sentencias o laudos, siempre que no admitan recurso ordinario, por violaciones cometidas en ellos o que cometidas durante el procedimiento trasciendan al resultado del fallo;

contra actos fuera de juicio o después de concluido;

contra actos que afecten a terceros extraños; y

contra actos en juicio cuya ejecución sea de imposible reparación.

Esta última frase viene a ser la novedad en la Constitución de principios de siglo. Por medio de ella se establece en que casos un acto procesal realizado durante un juicio puede ser impugnado por medio del amparo sin necesidad de esperar al dictado de la sentencia definitiva.

Seguramente el Constituyente pensó que con el sistema adoptado quedaban claras las reglas de procedencia del amparo indirecto en contra de violaciones procesales.  El tiempo demostraría lo contrario y fue así como se dio inicio a una serie de interpretaciones jurisprudenciales que a la fecha siguen levantando polémica. Veamos:

a)  Jurisprudencia de la Suprema Corte en 1929: En este año la Tercera Sala sentó jurisprudencia interpretando el artículo 107 de la Constitución, y se dijo en ese entonces que por actos de imposible reparación dentro de un juicio debía de entenderse aquéllos que tuvieran sobre las personas y cosas una ejecución real, material y efectiva

En un intento por hacer más clara la promoción de las demandas de garantías que hubieran de intentarse por violaciones procesales cometidas en juicio, la fracción IV del artículo 114 de la Ley de Amparo expedida en 1936, recoge el texto del artículo 107 Constitucional y la interpretación que de él se había hecho jurisprudencialmente, para establecer que el amparo indirecto es procedente en contra de actos en juicio "que tengan sobre las personas o sobre las cosas una ejecución de imposible reparación."

Este texto de la fracción IV del artículo 114 permanece igual hasta nuestros días, pero su aplicación en la práctica, tal como esta redactado, no duro mucho tiempo, ya que la Suprema Corte rápidamente fue encontrando casos en que sin existir ejecución material sobre las personas o las cosas, si se daba la imposible reparación del acto.  Así, explica Carpizo, el máximo Tribunal empezó a dar excepciones y más excepciones a la regla general, hasta que esta era casi inaplicable, con la consiguiente dificultad para el gobernado y la autoridad de poder determinar cuando procedía el amparo indirecto y cuando el directo.

En el año de 1941 se empieza a revertir la tendencia y la propia Corte interrumpe el criterio que venía sosteniendo desde 1929, recogido por la Ley de Amparo de 1936.

b) El cambio de criterio en 1941: En diversas ejecutorias dictadas en este año y que llegarían a ser Jurisprudencias
, se sostuvo que la fracción IV del artículo 114 de la Ley de Amparo era inconstitucional, puesto que la Carta Magna al regular la procedencia del amparo en el artículo 107, en ninguna parte establece como requisito para la procedencia del amparo indirecto contra violaciones de procedimiento, el que estas tengan una ejecución material sobre las personas y las cosas, concluyendo la Corte que en este aspecto la ley de amparo era contraria a la Ley Fundamental y que por tanto esta última era la que debía prevalecer.

Con base en lo anterior, el 21 de Junio de 1941 al resolverse el amparo promovido por María Luisa Bonnerue De Peraldi, la Tercera Sala sostuvo por primera vez el criterio de que eran actos de imposible reparación aquéllos que no pueden ser modificados en la sentencia que se dicte en el juicio.  En otras palabras, si el Juez o Tribunal no puede ocuparse nuevamente del estudio del asunto al dictar la resolución final del juicio, se esta en presencia de un acto cuya ejecución es de imposible reparación impugnable en el amparo indirecto.  Fue con base en esta jurisprudencia que desde ese año se venían impugnando en el amparo indirecto resoluciones tales como las que resolvían incidentes de incompetencia, falta de personalidad, desechamiento de excepciones como litispendencia, coza juzgada, etc.

c) La Jurisprudencia de 1991: En el año de 1989 la Tercera Sala al resolver la contradicción de tesis 3/89 entre los Tribunales Segundo y Cuarto en materia civil del Primer Circuito, optó por abandonar el criterio que desde 1941 se venía sosteniendo en relación con el concepto de actos en juicio de imposible reparación, para introducir un concepto novedoso al que enseguida haremos referencia.  Por su parte la Cuarta Sala en sesión de 27 de Febrero de 1989 decidió reiterar la jurisprudencia que en ese momento ya tenía cuarenta y ocho años de antigüedad.  Surge así una contradicción de tesis entre la Sala Laboral y la Civil, a cuya resolución se avocó el Pleno el 31 de Enero de 1991,
 determinándose que la tesis que debía prevalecer era la sustentada por la Tercera Sala y en consecuencia se interrumpía de manera definitiva el criterio cincuentenario que sostenía que por actos de imposible reparación debían entenderse aquéllos respecto de los cuales el Juez o Tribunal no podía pronunciarse nuevamente en la sentencia definitiva.

¿En que consistió el cambio? Conforme a la nueva jurisprudencia, identificada con el número 6/1991, son actos de imposible reparación dentro del juicio los que producen una afectación directa a los derechos fundamentales del quejoso, y no los que solamente producen la posibilidad de que esa afectación se de en el futuro.  Estos últimos solo crean situaciones jurídicas de carácter procesal pero no vulneran de manera directa alguno de los derechos fundamentales del individuo, motivo por el cual su impugnación debe realizarse en el amparo directo.  En cambio los primeros si deben de impugnarse en el amparo indirecto al momento de cometerse la violación - previos los recursos ordinarios-puesto que el impacto que producen en el particular no es susceptible de destruirse posteriormente, por no existir manera de restituirle la garantía individual que ha sido violada.

En otras palabras, si la violación procesal puede ser reparada en la sentencia que se dicte en el juicio de amparo directo (no en la definitiva como sustentaba el criterio de 1941) por medio de la reposición del procedimiento, y con ello se logra que los efectos o consecuencias de la violación se extingan en la realidad de los hechos sin haber originado afectación alguna a los derechos fundamentales del gobernado y sin dejar ninguna huella en su esfera jurídica, estamos en presencia de un acto en el juicio de “posible reparación” impugnable a través del amparo directo.  En cambio, si el acto ilegal dentro del juicio no puede repararse con la sentencia que en su momento se llegue a dictar en el amparo directo, entonces la vía correcta para impugnarla es la biinstancial.

Con algunos ejemplos se entenderá mejor esta explicación y para ello habremos de valemos de una parte de la sentencia de la Tercera Sala que resolvió la contradicción de tesis 3/89, posteriormente ratificada por el Pleno del máximo Tribunal:

"A guisa de ejemplos de los actos procesales que tienen una ejecución de imposible reparación, vale la pena citar el embargo, la imposición de multas, el decreto de alimentos provisionales o definitivos, el arresto, el auto que ordenara la intercepción de la correspondencia de una de las partes en las oficinas de correos, el que conminara a una parte para que forzosamente desempeñe un trabajo, el arraigo etc., pues en los primeros tres casos se pueden afectar las propiedades y posesiones, en el cuarto la libertad personal, en el quinto el derecho a la inviolabilidad de la correspondencia, en el sexto la libertad de trabajo y, en el séptimo la de tránsito; y ninguna de estas afectaciones se podrían reparar en una actuación posterior en juicio, va que, verbigracia, en el caso del embargo, el derecho al goce, y uso y disfrute de los bienes secuestrados, de que se priva por el tiempo que se prolongue la medida, no se restituye mediante el dictado de una sentencia definitiva favorable, aunque se cancele el secuestro y se devuelvan los bienes; el goce y la disponibilidad del numerario pagado por concepto de multa no se puede restituir en el procedimiento; la libertad personal tampoco; la correspondencia interceptada ya no podrá volver a su secreto, etc., y en todos estos supuestos, la posible violación de garantías individuales subsistiría irremediablemente en unos, y en otros se haría cesar hacia el futuro únicamente hasta que se emitiera la sentencia definitiva. "

Una de las críticas más fuertes a este criterio, fue la hecha por los Ministros de la minoría en la sesión del Pleno.  ¿Que sucedería con aquéllas violaciones procesales cometidas en perjuicio de una de las partes, si al resolverse el juicio, tanto en primera, segunda o única instancia, obtiene sentencia favorable? Como no tiene interés jurídico en promover el amparo, puesto que obtuvo sentencia favorable, no podría plantearlas en la vía constitucional.  El problema se presenta en el caso de que el contrario promueva el amparo directo, si en el mismo se estudia el fondo de la cuestión debatida, y se obtiene resolución favorable.  El juicio habrá quedado resuelto, y el pel3udicado con la violación procesal nunca pudo plantearla en la vía constitucional.  Para salvar este obstáculo, la mayoría de los Ministros optó por una solución cuestionable, cuya análisis dejamos para otra ocasión.

d) Interrupción parcial de la Jurisprudencia 6/1991. Desde el momento de su publicación, la jurisprudencia 6/1991 provocó enconados debates en el foro nacional y dentro del poder judicial. No era para menos, ya que en la sesión respectiva del Pleno, había sido aprobada por una mayoría de tan solo once votos.

Al darse la reestructuración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el año de 1995, se dejo ver la posibilidad de un cambio en el criterio, fundamentalmente por el hecho de que ninguno de los once Ministros que votaron a favor de la jurisprudencia de 1991 fue electo en la nueva etapa que inició el máximo Tribunal en 1995.  Por el contrario, dos de los que formaban parte de la minoría - Mariano Azuela Güitrón y Juan Díaz Romero - si fueron nuevamente designados por el Senado de la República como integrantes del máximo Tribunal del País.

En el mes de Agosto de 1996,
 se resolvió en el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación un juicio de amparo en el que nuevamente se analizaba la interpretación de la fracción IV del artículo 114 de la Ley de Amparo, interrumpiéndose así parcialmente el criterio de 1991. La tesis respectiva se identifica con el número P. CXXXIV/96.

En resumen, afirma la Corte que el criterio de 1991 es útil para diferenciar cuando una violación dentro del juicio debe reclamarse en el amparo indirecto y cuando en el directo, sin embargo, se afirma, no puede ser esa la norma única y absoluta para resolver el problema, sino que debe admitirse que hay casos en que también procede el amparo indirecto, aún y cuando la violación sea meramente de carácter procesal o formal, es decir, aunque no se violen con ella de manera directa derechos fundamentales del individuo.

Esto sucede cuando una violación de carácter adjetivo o formal, afecta a las partes en grado predominante, exorbitante o superior, lo cual se determinará tomando en cuenta la institución procesal que está en juego, la extrema gravedad de los efectos de la violación, su trascendencia específica, así como los alcances vinculatorios de la sentencia que en su caso llegara a conceder el amparo. Analizadas todas estas circunstancias, se puede concluir que cuando la violación adjetiva se refiera a un presupuesto procesal, sin el cual no queda debidamente integrada la litis, el punto debe ser sujeto inmediatamente al análisis constitucional, por medio del amparo indirecto, sin necesidad de esperar el dictado de la sentencia definitiva.

Es importante tener presente que esta nueva regla, solo es una excepción al criterio jurisprudencial de 1991, el cual aún permanece en vigor para todos los casos no comprendidos en la nueva jurisprudencia.

En cuanto se publicó esta ejecutoria, surgieron en el foro dudas sobre su aplicación.  ¿Cuáles son los presupuestos procesales a que se refiere la tesis indicada?  ¿En que casos una violación de carácter adjetivo afecta a las partes en grado predominante, exorbitante o superior?  ¿Los cuestiones de competencia están comprendidas es esta hipótesis?  ¿Y las de emplazamiento?  ¿Y que decir del auto que desecha la ampliación de una demanda laboral o el diverso que desecha la demanda por lo que hace a alguno de los demandados?  ¿Acaso estas cuestiones adjetivas implican afectación exorbitante o superiorr?  ¿Quedan incluidas en los lineamientos generales de la ejecutoria de Agosto de 1996?

e) Nuevos criterios emitidos en el año de 1999: No fue necesario esperar mucho tiempo para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación se pronunciara de nueva cuenta al respecto. Esta vez toco el turno al tema de la competencia.

Al resolver la contradicción de tesis 89/97
, el máximo tribunal debió establecer si la resolución que resuelve la excepción de incompetencia, pronunciada por una Junta de Conciliación, es atacable en el amparo directo o en el indirecto.

Es decir, en este caso debió determinarse si esa resolución encaja en la hipótesis del artículo 114 fracción IV de la Ley de Amparo, así como en los criterios jurisprudenciales vigentes en ese momento. La cuestión no era del todo novedosa. Siguiendo los lineamientos de la jurisprudencia 6/91, el Pleno de la Suprema corte de Justicia ya se había ocupado del tema de la competencia en la tesis P. XLII/91.

Lo interesante del caso, era ver cual sería la postura del Pleno, en relación con el tema de la competencia, ya que sin lugar a dudas dicha institución es un presupuesto procesal.  Como tal, debe impugnarse en el amparo indirecto, aun cuando no afecte derechos sustantivos, según se sostuvo en la tesis P. CXXXIV/96 (recordemos que ésta tesis interrumpe parcialmente la jurisprudencia 6/91, y por consecuencia lógica, todas las que de ella deriven).

El sentido de la jurisprudencia que emana de la contradicción de tesis 89/97, sorprendió a más de uno. Dijo el máximo tribunal que la resolución de incompetencia, en ocasiones será impugnable en amparo indirecto, y en otras deberá reservarse para el amparo directo.

Analicemos esta variación del tema introducida al resolver esta contracción de tesis.

Según la jurisprudencia que se comenta, la cuestión de competencia debe reclamarse en la vía indirecta, en aquéllos casos en que la decisión pueda involucrar a órganos jurisdiccionales de distinto régimen, verbigracia el Tribunal Fiscal de la Federación o el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, ya que en éstos casos la legislación aplicable al fondo del asunto puede variar en función de la resolución que se dicte al resolver la excepción dilatoria.  Es importante resaltar que en ninguna parte de la ejecutoria se reconoce que este tipo de decisión pueda afectar derechos substantivos, pero aún así, se opta por la vía del amparo indirecto.  Tampoco se dice que la vía indirecta sea la correcta por ser la competencia un presupuesto procesal.  Es decir, el máximo Tribunal autoriza el amparo indirecto, con argumentos distintos a los contenidos en la Jurisprudencia 6/91 y la tesis número P. CXXXIV/96. Lo que si aclara expresamente la jurisprudencia es que se trata de una excepción a la regla general.  Veamos entonces cual es la regla general de procedencia del amparo para el caso de competencia.

En la contradicción de tesis 89/97, se sostiene que con la salvedad antes explicada, la resolución que decide la competencia de una Junta de Conciliación y Arbitraje, en relación con otras ya sea locales o federales, debe reservarse para el amparo directo.  El argumento que sustenta esta tesis es el mismo de la Jurisprudencia 6/91.  Se trata de una cuestión adjetiva, y por lo tanto no es un acto de imposible reparación.  ¿En donde queda entonces la tesis P. CXXXIV/96?  ¿Acaso no se había interrumpido parcialmente la jurisprudencia 6/9l?  ¿No se dijo en 1996 que dentro de un juicio existen decisiones que, a pesar de ser meramente procesales deben de impugnarse en amparo directo?  ¿No se dijo en la multicitada tesis P. CXXXIV/96 que las resoluciones que determinan presupuestos procesales, aun cuando no afecten derechos sustantivos, deben reclamarse en el amparo indirecto?  ¿No es la competencia un presupuesto procesal?

El problema de esta jurisprudencia, es que resuelve el tema de la impugnación de la competencia, sin razonar o argumentar en torno a lo que la propia Corte había resuelto en el año de 1996.

III.-  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA Y PROPUESTA DE SOLUCION:

El sistema general que contiene la Ley de Amparo, en relación con la impugnación de violaciones procesales, pretende evitar la proliferación de amparos en relación con un mismo juicio.  Por ello es que los artículos 158 y 114 fracción IV del ordenamiento en consulta, establecen como norma general que la impugnación de las violaciones procesales debe realizarse al promover el amparo directo en contra de la sentencia definitiva.

La falta de una redacción adecuada de estos preceptos, así como la diversidad de interpretaciones jurisprudenciales, y la inseguridad jurídica que con ellas se provoca, ha producido un efecto inverso.

Hoy en día, la mayoría de los abogados, al enfrentarse a una violación procesal cometida dentro de un juicio, promueven el amparo indirecto, aun cuando tenga el convencimiento de que lo procedente es el directo.  Se trata de una medida práctica para evitar verse atrapados en medio de un cambio jurisprudencial, como ya ha sucedido en más de una ocasión.

Por ello es que se propone reformar la ley, a efecto de incorporar en ella el criterio contenido en la jurisprudencia 6/91.  Es decir, deberá establecerse como norma general que el amparo indirecto no procede contra actos en juicio que solo produzcan efectos adjetivos, y por el contrario, si será procedente en contra de los que afecten derechos fundamentales.

Deberá indicarse además que el amparo indirecto si es procedente, en todos los casos en que la resolución reclamada tenga por efecto determinar:  1) La personalidad de las partes,  2) La competencia del tribunal,  3) La integración de la litis y  4) La legalidad del emplazamiento.

Para evitar los inconvenientes que presentaba la jurisprudencia antes referida, se propone crear la institución del amparo adhesivo.

El amparo adhesivo lo podrá promover la persona que haya obtenido resolución favorable en un juicio, en caso de que su contrario promueva amparo directo, y tendrá como finalidad impugnar las violaciones procesales que cometidas durante el juicio, no se hayan podido plantear en la vía indirecta, por no afectar derechos fundamentales, y que tampoco se pudieron exponer en el amparo directo, por carecer de interés jurídico al haberse obtenido resolución favorable.

Con esta propuesta se pretende armonizar la teoría y la practica, rescatando el valor intrínseco de los precedentes jurisprudenciales analizados, incorporándolos a la ley, y a la vez dando reglas que permitan resolver en forma rápida los cuestiones accesorias al juicio que se presentan en forma más común, referentes a presupuestos procesales.

JORGE EDUARDO DE HOYOS WALTHER

LA REFORMA OCULTA DE LA LEY DE AMPARO

Este trabajo tiene como finalidad hacer un recuento de las diversas jurisprudencias y criterios que por razón de su importancia, deben ser incorporadas a la ley, a efecto de hacer más accesible el juicio de amparo a quienes no sean expertos en la materia.  Se incluyen además algunas propuestas de reformas procesales sencillas, pero que en mucho ayudarían al desenvolvimiento del procedimiento, y a la seguridad jurídica de las partes. En los casos en que existe jurisprudencia sobre el tema, se indica el lugar de publicación para facilitar la consulta.

Debe definirse el concepto de procedimiento seguido en forma de juicio, a efecto de determinar con claridad la hipótesis de procedencia del amparo indirecto contenida en la fracción II del artículo 114. SJF Julio 1999.

Debe precisarse que se entiende por actos de imposible reparación, para efectos de la procedencia del amparo contra violaciones cometidas dentro del juicio. Jurisprudencia 6/91.

Debe precisarse que se entiende por "actos de ejecución de sentencia" y "última resolución dictada en el Procedimiento respectivo.  " Estos dos conceptos, contenidos en la fracción III del artículo 114, se prestan a confusiones en la practica, e incluso existen interpretaciones contradictorias de parte de los Tribunales Colegiados.

Debe ajustarse a la jurisprudencia la fracción V del artículo 114, para establecer la procedencia del amparo pedido por terceros extraños, sin necesidad de agotar recursos.

Debe establecerse que la personalidad del quejoso solo puede estudiarse en el auto admisorio de la demanda, y no en cualquier momento.

Esta trabajo tiene como finalidad hacer un recuento de las diversas jurisprudencias y criterios que por razón de su importancia, deben ser incorporadas a la ley, a efecto de hacer más accesible el juicio de amparo a quienes no sean expertos en la materia.  Se incluyen además algunas propuestas de reformas procesales sencillas, pero que en mucho ayudarían al desenvolvimiento del procedimiento, y a la seguridad jurídica de las partes.  En los casos en que existe jurisprudencia sobre el tema, se indica el lugar de publicación para facilitar la consulta.

1.
Debe definirse el concepto de procedimiento seguido en forma de juicio, a efecto de determinar con claridad la hipótesis de procedencia del amparo indirecto contenida en la fracción II del artículo 114. SJF Julio 1999.

2.
Debe precisarse que se entiende por actos de imposible reparación, para efectos de la procedencia del amparo contra violaciones cometidas dentro del juicio. Jurisprudencia 6/91.

3.
Debe precisarse que se entiende por "actos de ejecución de sentencia" y "última resolución dictada en el procedimiento respectivo." Estos dos conceptos, contenidos en la fracción III del artículo 114, se prestan a confusiones en la practica, e incluso existen interpretaciones contradictorias de parte de los Tribunales Colegiados.

4.
Debe ajustarse a la jurisprudencia la fracción V del artículo 114, para establecer la procedencia del amparo pedido por terceros extraños, sin necesidad de agotar recursos.

5.
Debe establecerse que la personalidad del quejoso solo puede estudiarse en el auto admisorio de la demanda, y no en cualquier momento.

6.
Precisar que el auto que desecha parcialmente una demanda de amparo debe impugnarse con el recurso de queja. SJF Julio 91

7.
Precisar que el auto que desecha la ampliación de una demanda de amparo debe impugnarse con el recurso de queja. SJF Marzo 1997.

8.
Precisar que la interposición del recurso de queja por exceso o defecto en la ejecución de una sentencia de amparo, suspende el término para promover el amparo en contra de la resolución dictada en cumplimiento de la ejecutoria respectiva.

9.
Precisar la consecuencia legal de no exhibir interrogatorios para las pruebas testimonial y pericial. SJF Agosto 1995.

10.
Precisar los casos en que es admisible una prueba en el trámite de un recurso. SJF Agosto 1995 y Septiembre 1998.

11.
Establecer la regla a seguir, cuando se pretende anunciar pruebas después de que se ha diferido la audiencia constitucional. SJF Febrero de 1996.

12.
Precisar cuales son las pruebas que deben admitirse en un amparo contra orden de aprehensión. SJF Mayo de 1999.

13.
Determinar el plazo mínimo con que deben pedirse a la autoridad las copias de documentos que pretenden ofrecerse como prueba en el amparo. SJF Abril de 1994.

14.
Determinar si debe diferirse de oficio la audiencia constitucional, por llegada extemporáneo del informe justificado, puesto que actualmente existen criterios encontrados al respecto.

15.
Determinar el efecto de una sentencia de amparo en relación con los codemandados del quejoso que no acudieron al amparo. SJF Febrero 1996.

16.
Regular la aclaración de sentencia de amparo. SJF Diciembre de 1997.

17.
Indicar que el emplazamiento a un tercero perjudicado, por medio de edictos, debe realizarse en forma gratuita en el Diario Oficial de la Federación, ya que su costo actual es elevado para algunas personas.

18.
Modificar el artículo 174 a efecto de determinar que los terceros extraños al juicio laboral si tienen derecho a la suspensión, al margen de las cuestiones relativas a la subsistencia del trabajador.

19.
Reglamentar la reforma constitucional de 1995, en lo que respecta a la ejecución substituta de la sentencia de amparo, a efecto de que la misma pueda entrar en vigor.

20.
A raíz de los cambios constitucionales de 1995, adecuar la ley en lo que se refiere al papel del ofendido por un delito como parte quejosa en un amparo.




LIC. JORGE EDUARDO DE HOYOS WALTHER

PROPUESTA PARA DEROGAR EL ARTÍCULO 37, DE LA LEY DE AMPARO.

Una de las modalidades introducidas por la Constitución vigente y por la Ley de Amparo en materia de competencia en el Juicio dé garantías indirecto,, es la concerniente a lo que se ha dado en denominar, con todo acierto, “la jurisdicción concurrente”.  Este apelativo  obedece a la circunstancia de que, en determinados casos, tanto las autoridades judiciales federales, como los superiores jerárquicos de un tribunal o juez, tienen injerencia en cuanto al conocimiento del juicio de amparo promovido contra violaciones específicas cometidas por este último, a elección del interesado.

Así, el artículo 107 Constitucional, en su fracción XII, primer párrafo, ,establece la mencionada jurisdicción concurrente y, por ende, la competencia de las autoridades judiciales de segunda instancia en general, en los juicios de amparo seguidos por determinadas violaciones, al disponer que: "La violación de las garantías de los artículos 16, en materia penal, 19 y 20, se reclamará ante el superior del Tribunal que la cometa, o ante el Juez de Distrito o Tribunal Unitario de Circuito que corresponda, pudiéndose recurrir, en uno y otro caso, las resoluciones que se pronuncien, en los términos prescritos por la fracción VIII".

También el artículo 37 de la Ley de Amparo, asume tal jurisdicción concurrente, al determinar: "La violación de las garantías de los artículos 16, en materia penal, 19 y 20, fracciones 1, VIII y X, párrafos primero y segundo de la Constitución Federal, podrá reclamarse ante el juez de Distrito que corresponda o ante el Superior del Tribunal que haya cometido la violación".

Como se desprende de las anteriores disposiciones, el alcance de la designación genérica del artículo 20 de la Constitución Federal, a que alude el.

En este orden de ideas, realizada la pertinente consideración sobre los Tribunales Unitarios, refiero una acepción más claridosa de la jurisdicción concurrente en el juicio de amparo, acorde a lo establecido en el artículo 37 de la Ley Reglamentarla que lo rige, proveniente de la modalidad introducida por la Constitución en el artículo 107, fracción XII, primer párrafo, que ya ha sido transcrito con anterioridad, y por tanto me permito señalar que las autoridades judiciales federales y los superiores jerárquicos de un Tribunal o Juez, inciden en cuanto al conocimiento del juicio de amparo, cuando se promueve contra violaciones específicas y a la elección del interesado, es decir, que fuera de las garantías previstas en las disposiciones constitucionales citadas, no es posible hablar de jurisdicción concurrente, por estar condicionada por el objeto legal que apuntan esas normas. Atendiendo a la. Teoría del Derecho Procesal, jurisdicción concurrente es aquélla que permite conocer de una misma materia a organismos jurisdiccionales que pertenecen a distintas esferas jurídicas; teniendo en este caso los superiores jerárquicos, una competencia completa en cuanto al conocimiento integral del amparo y prueba de esto es que las resoluciones definitivas que dicten estén en posibilidad de recurrirse en revisión, atento a lo expuesto por el primer párrafo de la fracción XII del artículo 107 constitucional, en relación con el artículo 83, fracciones II y IV de la Ley de Amparo.  La jurisdicción concurrente que se está examinando aparece por primera vez consignada en la Constitución de 1917, para más tarde incluirse en la Ley de Amparo de 1919, que en su artículo 3 1, párrafo tercero, decía: "La violación de los artículo 16, 19 y 20, se reclamará ante el superior del tribunal que lo comenta o ante el juez de distrito que corresponda, pudiéndose recurrir en uno u otro caso a la Corte contra la resolución que se dicte". De esta forma debemos indagar al respecto sobre la intención tanto del constituyente de 1917, como la de los artículo 107 de] mismo ordenamiento supremo, está especificado y reducido por el artículo 37 de la Ley de Amparo, dado que la competencia de los superiores jerárquicos de los jueces que hayan cometido las violaciones especiales a que aluden los artículos 16, en materia penal, 19 y 20, fracciones I, VIII y X, constitucionales, está condicionada por el objeto legal o normativo de contravenciones a dichos preceptos, fuera del cual no es posible hablar de jurisdicción concurrente.

Ahora bien, en vista de los términos en que están concebidas las disposiciones constitucional y legal que consagran la jurisdicción concurrente en el juicio de amparo, encontramos que los Tribunales Unitarios de Circuito, que anteriormente no tenían ninguna intervención en dicho juicio, ahora sí se les otorga injerencia. En efecto, tales disposiciones establecen que,, cuando se trate de violaciones a los artículos 16 en materia penal, 19 y 20, fracciones I, VIII y X constitucionales, tanto un juez de Distrito como los superiores jerárquicos del Tribunal que los haya cometido, pueden conocer del juicio de amparo respectivo. Pues bien, como dichas normas no distinguen si se trata de un Tribunal del orden común o federal el causante de las mencionadas contravenciones, lógicamente cabe deducir que, en el caso de que sea un juez de distrito el infractor, corresponderá el conocimiento del amparo que contra él se entable, a otro juez de Distrito, según lo dispone el artículo 42 de la Ley de Amparo, o a su superior jerárquico, que es el Tribunal Unitario de Circuito de su circunscripción.

No obstante esta clara consideración, la reforma judicial constitucional que entró en vigor el primero de enero de mil novecientos noventa y cinco, innecesariamente incluyó en el artículo 107, fracción XII, a dicho Tribunal Unitario, sin haber advertido que éste es, como se dijo, el superior jerárquico de los jueces de Distrito en los casos que no conciernan al amparo.

Autores de la ley reglamentarla de 1919, y convenimos que es la de otorgar una protección amplia, eficaz y decisiva de los particulares, para promover el juicio de amparo en contra de violaciones a las garantías individuales más destacadas, como lo es el respeto a la libertad personal, pero sobre todo, debido a la deficiencia en aquél tiempo dentro del territorio nacional, en cuanto a la, existencia de órganos de control constitucional, así como la dificultad en las comunicaciones, es decir, ante la insuficiencia o lejanía de los jueces de Distrito, pues no se encuentra ninguna otra razón que explique y justifique la jurisdicción concurrente en el caso que nos ocupa.

Sin embargo, ante la creciente proliferación de Tribunales de Amparo, entre los que se encuentran los Juzgados de Distrito, así como el avanzado sistema de vías generales de comunicación con los que cuenta el país, a diferencia de los que había en la época en que entró en vigor la Ley de Amparo, es incuestionable que ya no se justifica la existencia de tal jurisdicción concurrente en materia penal, que prevé el precepto en comento, específicamente porque cuando la autoridad que comete la violación es del orden común, corresponderá a los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados, conocer de amparos promovidos en contra de sus jueces, lo cual resulta inadmisible desde el punto de vista técnico jurídico, tomando en consideración que los Tribunales ordinarios de segunda instancia, fueron creados exprofeso para revisar actos de legalidad de sus inferiores.

Además, para el logro de una administración de justicia pronta, completa e imparcial en materia de amparo, resulta más conveniente acudir a los Tribunales que fueron creados exclusivamente para tutelar los derechos subjetivos públicos de los gobernados, que a los Tribunales que no se les encomendó dicha tutela, tan es así, que en la práctica, son contados los quejosos que en la hipótesis del artículo 37, que nos ocupa, acuden a promover amparo ante los Tribunales ordinarios de segunda instancia, pues en el Segundo Tribunal Colegiado al que estoy adscrito, se tiene registrado bajo el toca penal número 254/94, el único caso en que el Tribunal Superior de Justicia del Estado de Baja California, ha fungido como Órgano de Control Constitucional, en contra de actos del Juez Segundo de lo Penal, residente en esta ciudad de Mexicali.

En estas condiciones, deja la institución de la jurisdicción concurrente de tener un fin práctico y también de una fundamentación sistemática, por lo que considero que debe desaparecer, ya que los problemas que se planteen deben ser resueltos conforme a la naturaleza de las cosas, en provecho de un genuino régimen de derecho, para que todo ello responsabilice a cada tribunal en la materia para cuya resolución fue asignado. Si el superior jerárquico de los jueces de distrito, de que habla el artículo 37 de la Ley de Amparo, lo son los Tribunales Unitarios de Circuito, originalmente creados como Tribunales en Materia de Apelación, deberán en lo sucesivo los jueces de distrito, como tribunales de garantías, de reasumir su competencia original y lógica en toda su amplitud y por lo mismo se proponen las reformas conducentes en primer término a la parte primera de la fracción XII del artículo 107 de la Constitución General de la República, para posteriormente proceder a la derogación del artículo 37 de la Ley de Amparo, eliminando la jurisdicción concurrente en esta materia, para que los jueces de distrito, como tribunales de garantías, sean los únicos que conozcan de los juicios de amparo que se interpongan en - contra de esos actos y como autoridades responsables de otros jueces de distrito, y así los Tribunales Unitarios de Circuito mantengan incontaminada su función de Tribunales de Apelación, respecto de los actos de dichos jueces de distrito; que sigan conociendo de amparos en contra de actos de otros Tribunales Unitarios que no constituyan sentencia definitiva, tal como lo señala el artículo 29 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, sin que pueda interpretarse por ello que pueden conocer de amparos en contra de actos de los jueces de Distrito.

Por último, a fin de actualizar la Ley de Amparo, como, consecuencia de la derogación a su artículo 37, tendrán que modificarse también los 15 preceptos de la misma que aluden "al superior del Tribunal que haya cometido la violación".

MAGDO. SERGIO JAVIER COSS RAMOS

NECESIDAD DE INCREMENTAR ALGUNAS REFORMAS 0 ADICIONES A LOS ARTICULOS QUE INTEGRAN EL TITULO CUARTO, CAPITULO UNICO Y DE LA LEY DE AMPARO, RELATIVOS AL PRINCIPIO DE LA OBLIGATORIEDAD DE LA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION Y DE LOS TRIBUNALES DE CIRCUITO.

PLANTEAMIENTO DEL PRIMER PROBLEMA:

Una de las situaciones que se suscitan con mayor frecuencia y que es de gran trascendencia, es la relativa a la obligatoriedad por parte de las autoridades a que se refieren los artículo 192 y 193 de la Ley de Amparo de la Jurisprudencia sustentada tanto por la Suprema Corte de Justicia de la Nación como primordialmente por los Tribunales Colegiados de Circuito.

En efecto el articulo 192 de la Ley de Amparo, en su primer párrafo, textualmente dice: "La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia, funcionado en Pleno o en Salas, es obligatoria para éstas en tratándose de la que decrete el Pleno y además para los Tribunales Unitarios y Colegiados de Circuito, los Juzgador de Distrito, los Tribunales Militares y judiciales del orden común de los Estado y del Distrito Federal, y Tribunales Administrativos y de Trabajo, Locales o Federales".

Como se advierte, el precepto anteriormente transcrito establece la obligatoriedad de la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, únicamente para autoridades de naturaleza jurisdiccional, como lo son: 1.  Las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, respecto a la sustentada por el Pleno de la misma; 2.  Los Tribunales Unitarios, y Colegiados de Circuito; 3.  Los Juzgados de Distrito; 4. Los Tribunales Militares y Judiciales del orden común de los Estados y del Distrito Federal; 5.  Los Tribunales Administrativos y del Trabajo, Locales o Federales, esto es, que dicha jurisprudencia de nuestro mas alto tribunal, no es obligatoria, según lo menciona en una de sus obra, el Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, José de Jesús Gudiño Pelayo, para los órganos pertenecientes al Poder Ejecutivo, ni tampoco es obligatoria para los integrantes del Poder Legislativo, tanto federales como locales, lo que en nuestro concepto nos parece una laguna de la Ley de Amparo, sobre ese particular o un reconocimiento de superioridad a tales poderes.

Por otra parte, el artículo 193 de la propia ley de amparo, en su párrafo primero, dice: "La jurisprudencia que establezca cada uno de los Tribunales Colegiados de Circuito es obligatoria para los Tribunales Unitarios, Ios Juzgados de Distrito, los Tribunales Militares y Judiciales del Fuero Común de los Estados y del Distrito Federal, y los Tribunales Administrativos y del Trabajo, Locales o Federales".

Como se observa también, de la sola lectura de este precepto, la jurisprudencia de los Tribunales Colegiados solo es obligatoria para las autoridades del orden jurisdiccional, y no lo es para los Poderes Ejecutivos y Legislativos tanto Locales como Federales.

SOLUCION AL PROBLEMA:

Por tales motivos, en mi opinión, es conveniente que se adicionen tales preceptos, agregando al final de cada uno de ellos: "también es obligatoria esta jurisprudencia para los órganos que integran los Poderes Ejecutivos y Legislativos, tanto Locales como Federales".

2.  PLANTEAMIENTO DEL SEGUNDO PROBLEMA:

Interpretación al artículo 193 de la Ley de Amparo, el cual como ya se dijo anteriormente, en su primer párrafo, expresa: "La jurisprudencia que establezca cada uno de los Tribunales Colegiados de Circuito es obligatoria para los Tribunales Unitarios, los Juzgados de Distrito, los Tribunales Militares y Judiciales del Fuero Común de los Estados y del Distrito Federal, y los Tribunales Administrativos y del Trabajo, Locales o Federales".

Ahora bien, cual es la interpretación que debe dásele a dicho precepto, en relación a los órganos o autoridades que señala que están obligados a obedecer y cumplir con la jurisprudencia que integran los Tribunales Colegiados de Circuito. En mi concepto dicha interpretación debe ser de carácter gramatical, esto es, que debe entenderse que la jurisprudencia de un Tribunal Colegiado debe ser obligatoria para todos los órganos jurisdiccionales a que se refiere y que existen en el territorio de la República Mexicana, es decir, los Tribunales Unitarios, los Juzgados de Distrito, los Tribunales Militares del Fuero Común, de los Estados y del Distrito Federal, los Tribunales Administrativo y del Trabajo, Locales y Estatales, y no solo para los órganos mencionados que se encuentren dentro de la jurisdicción del Tribunal Colegiado que haya integrado la jurisprudencia. Ello es así, según mi punto de vista, por que el articulo 193, anterior al vigente, textualmente decía en su párrafo primero: "La jurisprudencia que establezca los Tribunales Colegiados de Circuito, en materia de su competencia exclusiva, es obligatoria para los Juzgados de Distrito, para los Tribunales "Judiciales del Fuero Común y para los Tribunales "Administrativos del Trabajo que funcionen dentro de su Jurisdicción".
En cambio, el citado artículo 193, actualmente en vigor, en su primer párrafo, textualmente establece: "La Jurisprudencia que establezca cada uno de los Tribunales Colegiados de Circuito es obligatoria para Ios Tribunales Unitarios, los Juzgados de Distrito, los Tribunales Militares y Judiciales del Fuero Común y del Distrito Federal, los Tribunales Administrativos y del Trabajo, Locales y Federales, como se advierte el actual artículo 193 en comento suprimió la expresión: que funcionen dentro de su jurisdicción lo cual significa que la obligatoriedad de la jurisprudencia de un Tribunal Colegiado es para los órganos jurisdiccionales que se mencionan residentes en toda la República Mexicana.

Ahora bien, tal obligatoriedad tan general o tan amplia, trae un grave problema, cuando dos tribunales Colegiados de diferente Circuito, sostiene jurisprudencia contradictorias las cuales, obviamente, no interrumpen su obligatoriedad porque son precisamente de Tribunales Colegiados de diferentes Circuito, y el artículo 194 de la Ley de Amparo únicamente establece que una jurisprudencia se interrumpe dejando de tener carácter obligatorio, siempre que se pronuncie ejecutoria en contrario, por unanimidad de votos, tratándose de un Tribunal Colegiado de Circuito, pero se entiende lógicamente con esa ejecutoria interrumpe la jurisprudencia, y por ende, deja, de tener carácter de obligatoria, cuando se pronuncia por el mismo Tribunal Colegiado, pero no cuando es pronunciada por un Tribunal Colegiado de Distrito Circuito.

En consecuencia, se da el caso entonces que cuando existan jurisprudencias contradictorias integradas por distintos Tribunales Colegiados, si no se ha denunciado la contradicción o no se ha resuelto la misma, ambas son obligatorias para los órganos jurisdiccionales a que se refiere el artículo 193 de la Ley de Amparo, y por tal razón, tales órganos obligados acatar la jurisprudencia, no pueden cumplir con una de ellas, sin dejar de cumplir con la otra.

SOLUCION QUE SE PROPONE:

Debe adicionarse el artículo 193 de la Ley de Amparo, lo siguiente: "También interrumpe la obligatoriedad de la jurisprudencia de un Tribunal Colegiado, cuando se integre una jurisprudencia de otro Tribunal Colegiado que la contradiga, sin que nazca para esta última la obligatoriedad, hasta en tanto no se resuelva la contradicción existente en ellas".

3. PLANTEAMIENTO DEL TERCER PROBLEMA:

El artículo 196 de la Ley de amparo, dice: "Cuando las partes invoquen en el juicio de amparo la Jurisprudencia del Pleno o de las Salas de la Suprema Corte o de los Tribunales Colegiados de Circuito, lo harán por escrito, expresando el número y órgano Jurisdiccional que la integró, y el rubro y tesis de aquélla. Si cualquiera de las partes invoca ante un Tribunal Colegiado de Circuito la jurisprudencia establecida por otro, el Tribunal del conocimiento "deberá: I.  Verificar la existencia de la tesis jurisprudencial invocada; II. Cerciorarse de la aplicabilidad de la tesis jurisprudencia¡ invocada, al caso concreto en estudio; y III.  Adoptar dicha tesis jurisprudencia¡ en su resolución, o resolver expresando Ias razones por las cuales considera que no debe confirmarse el criterio sostenido en la referida tesis jurisprudencial, En la última hipótesis de la fracción III del presente artículo, el tribunal de conocimiento remitirá los autos a la Suprema Corte de Justicia para que resuelva sobre la contradicción .

Esta ponencia tiene como fin primordial provocar una reforma a la fracción III del artículo 196 de la Ley de Amparo, que establece el procedimiento que se debe seguir cuando en un juicio de amparo que se está tramitando en un Tribunal Colegiado de Circuito, una de las partes invoca la jurisprudencia sustentada por otro Tribunal Colegiado, y aquél decide no adoptar el criterio jurisprudencial invocado, apoyándose dicha ponencia en los siguientes razonamientos: a)  Porque se considera que el procedimiento, en la fracción en comento, es desde el punto de vista sociológico provocador de la inseguridad jurídica, toda vez, que permite que una jurisprudencia de un Tribunal Colegiado sea desechada por otro Tribunal de esa misma categoría; b)  Porque tal procedimiento hace nugatorio el principio de obligatoriedad de las jurisprudencias de los Tribunales Colegiados de Circuito, contenido en el artículo 193 de la ley Reglamentaria del juicio de amparo, en virtud de que legalmente hace factible que el Tribunal Colegiado del conocimiento pueda conceder o negar la protección de la justicia federal, respecto a una resolución de un tribunal judicial militar, o administrativo, que se haya apoyado, precisamente, en la jurisprudencia de otro Tribunal Colegiado que ante aquél también se invocó por una de las partes; c)  Asimismo, dicho procedimiento es injusto y contradictorio a los principios de equidad y legalidad, ya que permite que el Tribunal Colegiado del conocimiento, primero resuelva concediendo o negando un amparo, al no adoptar el criterio de jurisprudencia que se le invocó, y después, ya resuelto el asunto, ordene remitir los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para que ésta decida si la resolución pronunciada por el Tribunal Colegiado del conocimiento fue correcta o no; y  d) Porque tal procedimiento es absurdo e ilógico, porque es inaceptable permitir que una de las partes pueda apoyar su derecho y su razón en una jurisprudencia y no obstante ello permite a la vez al Tribunal Colegiado del conocimiento, decidir primero en contra del criterio invocado, después, hacer la investigación respecto a si debe prevalecer o no la sentencia de amparo emitida, además, permite igualmente, que la injusticia resplandezca, en el caso, de que la decisión de la Corte al pronunciar la resolución de contradicción fuere en el sentido de que debe, .prevalecer el criterio sustentado en la jurisprudencia invocada.

SOLUCION AL PROBLEMA:

Es necesario una reforma al articulo 196 fracción III, de la Ley de Amparo, para que en su segundo párrafo se asiente lo siguiente: En contra de la resolución pronunciada por el Tribunal Colegiado de Circuito, en términos de la fracción tercera de este artículo, proceda el recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y la resolución que ésta emita tendrá el carácter de jurisprudencia por contradicción.

MGDO. LIC. MIGUEL ANGEL MORALES HERNANDEZ 

ESTABLECIMIENTO DE RECURSO 0 MEDIO DE DEFENSA EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE CONCEDE 0 NIEGA LA SUSPENSIÓN DE OFICIO, EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.

CON FECHA DIECISIETE DE NOVIEMBRE DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y NUEVE, EL SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE LICENCIADO GENARO GÓNGORA PIMENTEL, PRESIDENTE DE LA HONORABLE SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL,
DECLARÓ FORMALMENTE INTEGRADA LA COMISIÓN DE ANÁLISIS DE PROPUESTAS PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO, DESIGNÁNDOSE COMO COORDINADOR GENERAL DE LA MISMA, AL SEÑOR MINISTRO LICENCIADO HUMBERTO ROMÁN PALACIOS.

EL SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE, EN ESE MISMO MES DE NOVIEMBRE, INVITÓ A LOS MIEMBROS DEL PODER JUDICIAL FEDERAL, DOCENTES, INVESTIGADORES, ACADÉMICOS, ASOCIACIONES DE ABOGADOS Y A LA SOCIEDAD CIVIL EN GENERAL, A FORMULAR PROPUESTAS PARA LA ELABORACIÓN DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO, A FIN DE GARANTIZAR QUE DICHA NORMA PROCESAL FEDERAL, SIGA SIENDO EL MARCO JURÍDICO A TRAVÉS DEL CUAL SE ASEGURE LA EFICACIA DEL JUICIO DE AMPARO, PIEDRA ANGULAR PARA LA DEFENSA DE NUESTRA CONSTITUCIÓN FEDERAL. PROPUESTAS QUE HABRÁN DE SER ANALIZADAS A MEDIADOS DEL PRESENTE AÑO, EN UN CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS QUE DETERMINARÁ LO CONDUCENTE.

DENTRO DE ESE MARCO, ES QUE COMPAREZCO ANTE ESTA MESA DE ANÁLISIS, A PRESENTAR LA SIGUIENTE PROPUESTA:

EL JUICIO DE AMPARO, ES INDISCUTIBLE QUE DENTRO DEL ESQUEMA GENERAL DEL DERECHO MEXICANO, ES LA INSTITUCIÓN JURÍDICA POR EXCELENCIA, LA QUE IDENTIFICA A NUESTRO SISTEMA JURÍDICO Y CARACTERIZA NUESTRO ESTADO DE DERECHO. EL JURISTA MÁS RENOMBRADO Y EL CIUDADANO MÁS MODESTO, TIENEN RESPECTIVAMENTE, LA CONVICCIÓN DE SU VALÍA Y LA IDEA ELEMENTAL DE SU PROTECCIÓN A TRAVÉS DE SUS APROXIMADAMENTE CIENTO CINCUENTA AÑOS DE EVOLUCIÓN NUESTRO JUICIO DE AMPARO, NUESTRO INSTRUMENTO JURÍDICO DE PROTECCIÓN A LA CONSTITUCIÓN Y GARANTÍA DE LA LEGALIDAD, DESAFORTUNADAMENTE, HA PASADO DE SER UNA INSTITUCIÓN SIMPLE Y SENCILLA, A SER OTRA, CON UNA GRAN COMPLEJIDAD Y LLENA DE TECNICISMOS, CUYO CONOCIMIENTO Y DOMINIO, AHORA SÓLO ES PRIVILEGIO DE LOS PROFESIONALES DEL DERECHO.

TENIENDO EN CONSIDERACIÓN ESE PROPÓSITO CENTRAL DE ADECUAR LAS DISPOSICIONES DEL ORDENAMIENTO PROCESAL DE AMPARO, CON LOS NUEVOS MANDATOS DE LA LEY SUPREMA, PRODUCTO DE LA REFORMA 1994-1995 QUE CAMBIÓ LA ESTRUCTURA MISMA DEL PODER JUDICIAL FEDERAL, CREANDO NUEVOS ÓRGANOS E INCORPORANDO OTROS; QUE ESTABLECIÓ NUEVAS INSTANCIAS CONSTITUCIONALES QUE DETERMINÓ LA PROMULGACIÓN DE UNA NUEVA LEY ORGÁNICA, Y QUE HA DETERMINADO EL CRECIMIENTO DE TRIBUNALES DE CIRCUITO Y JUZGADOS DE DISTRITO, ES IMPOSTERGABLE LA PROMULGACIÓN DE UNA NUEVA LEY REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.

EL JUICIO DE AMPARO PUEDE SER INDIRECTO 0 DIRECTO, SEGÚN SE TRAMITE ANTE EL JUEZ DE DISTRITO 0 ANTE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO; SOLO POR EXCEPCIÓN, CONFORME A LA LEY, PUEDE PLANTEARSE EL PRIMERO, ANTE UN TRIBUNAL UNITARIO DE CIRCUITO.

LA INSTITUCIÓN DE LA SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO, 0 AMPARO PROVISIONAL, COMO LO HA LLAMADO EL SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE GÓNGORA PIMENTEL, ES DE UNA GRAN IMPORTANCIA PORQUE PERMITE AL JUZGADOR FEDERAL ACTUAR DE MANERA PRONTA Y EFICAZ, ANTE, DETERMINADOS ACTOS DE AUTORIDAD QUE PONGAN EN PELIGRO LOS BIENES MÁS PRECIADOS DEL GOBERNADO, COMO PUEDEN SER: LA VIDA, LA LIBERTAD PERSONAL, EL DERECHO DE PROPIEDAD Y DE POSESIÓN, ETC., Y DETENER 0 PARALIZAR LOS EFECTOS DE TALES ACTOS, DE UNA MANERA PROVISIONAL 0 DEFINITIVA, SEGÚN LA NATURALEZA DEL ACTO DE QUE SE TRATE Y SEGÚN SEA LA MATERIA DE LA MEDIDA CAUTELAR QUE SE IMPONGA DECRETAR, HASTA EN TANTO SE TRAMITA EL JUICIO DE AMPARO Y SE RESUELVE EN DEFINITIVA EN EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA.

EN AMBAS CLASES DE JUICIOS DE AMPARO, EXISTE LA MEDIDA CAUTELAR CON MUY PECULIARES CARACTERÍSTICAS.

LA SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PUEDE SER A PETICIÓN DE PARTE Y DE OFICIO; LA PRIMERA REQUIERE, COMO SU NOMBRE LO INDICA, LA SOLICITUD FORMAL DE PARTE AGRAVIADA; LA SEGUNDA, EN DETERMINADAS CONDICIONES, DEBE SER DECRETADA POR EL JUZGADOR OFICIOSAMENTE, SIN NECESIDAD QUE LO PIDA EL GOBERNADO.  LA PRIMERA, EXIGE TRAMITACIÓN INCIDENTAL, MIENTRAS QUE LA QUE NOS OCUPA EN ESTE TRABAJO, SE DECRETA EN UNA SOLA ACCIÓN Y TIENE EFECTOS INMEDIATOS, POR ELLO, TAMBIÉN SE LE CONOCE COMO SUSPENSIÓN DE PLANO. ASÍ, PUEDE AFIRMARSE QUE EXISTEN LAS SIGUIENTES CLASES DE SUSPENSIÓN:

LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL;

LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA;

LA SUSPENSIÓN DE OFICIO;

LA SUSPENSIÓN DE PLANO; Y

LA SUSPENSIÓN POR HECHO SUPERVENIENTE.

EL SEÑOR MINISTRO LICENCIADO JUVENTINO V. CASTRO Y CASTRO, NOS DICE QUE LA SUSPENSIÓN DE OFICIO PUEDE DEFINIRSE COMO 44AQUELLA PROVIDENCIA QUE EL JUEZ DEBE DECRETAR, SIN ESPERAR A QUE SE LA SOLICITE EL AGRAVIADO, 0 QUIEN PROMUEVA A SU NOMBRE, POR CONTEMPLARSE EN LA INSTANCIA -LA DEMANDA DE AMPARO-, UN ACTO QUE, SI LLEGARE A CONSUMARSE, HARÍA FÍSICAMENTE IMPOSIBLE RESTITUIR AL QUEJOSO EN EL GOCE DE LA GARANTÍA INDIVIDUAL RECLAMADA” y AGREGA EL MAESTRO: "QUE ES EL CASO MÁS EXTREMO EN ESA CONDICIÓN DE LA PROVIDENCIA CAUTELAR".

LA LEY DE AMPARO CONSAGRA LA SUSPENSIÓN DE OFICIO EN EL ARTÍCULO 1239 QUE DICE: "PROCEDE LA SUSPENSIÓN DE OFICIO:  I.  CUANDO SE TRATE DE ACTOS QUE IMPORTEN PELIGRO DE PRIVACIÓN DE LA VIDA, DEPORTACIÓN 0 DESTIERRO 0 ALGUNO DE LOS PROHIBIDOS POR EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL; Y  II. CUANDO SE TRATE DE ALGÚN OTRO ACTO QUE.) SI LLEGARE A CONSUMARSE, HARÍA FÍSICAMENTE IMPOSIBLE RESTITUIR AL QUEJOSO EN EL GOCE DE LA GARANTÍA INDIVIDUAL RECLAMADA. LA SUSPENSIÓN A QUE SE REFIERE ESTE ARTÍCULO SE DECRETARÁ DE PLANO EN EL MISMO AUTO EN QUE EL JUEZ ADMITA LA DEMANDA, COMUNICÁNDOSE SIN DEMORA A LA AUTORIDAD RESPONSABLE, PARA SU INMEDIATO CUMPLIMIENTO, HACIENDO USO DE LA VÍA TELEGRÁFICA EN LOS TÉRMINOS DEL PÁRRAFO TERCERO DEL ARTÍCULO 23 DE ESTA LEY. LOS EFECTOS DE LA SUSPENSIÓN DE OFICIO ÚNICAMENTE CONSISTIRÁN EN ORDENAR QUE CESEN LOS ACTOS QUE DIRECTAMENTE PONGAN EN PELIGRO LA VIDA, PERMITAN LA DEPORTACIÓN 0 EL DESTIERRO DEL QUEJOSO 0 LA EJECUCIÓN DE ALGUNO DE LOS ACTOS PROHIBIDOS POR EL ARTÍCULO 22 CONSTITUCIONAL; Y TRATÁNDOSE DE LOS PREVISTOS EN LA FRACCIÓN II DE ESTE ARTÍCULO SERÁN LOS DE ORDENAR QUE LAS COSAS SE MANTENGAN EN EL ESTADO QUE GUARDEN, TOMANDO EL JUEZ LAS MEDIDAS PERTINENTES PARA EVITAR LA CONSUMACIÓN DE LOS ACTOS RECLAMADOS”.

EN VIRTUD DE QUE LA SUSPENSIÓN DE OFICIO, SE DECRETA EN UNA SOLA ACCIÓN POR EL JUZGADOR FEDERAL Y LA AUTORIDAD RESPONSABLE NO TIENE OTRA ALTERNATIVA QUE ACATARLA EN SUS TÉRMINOS, BAJO SU MAS ESTRICTA RESPONSABILIDAD, NO EXISTE EXPRESAMENTE EN LA LEY DE AMPARO., RECURSO 0 MEDIO DE DEFENSA LEGAL, QUE PERMITA IMPUGNAR EL ACUERDO DEL JUEZ QUE HAYA NEGADO 0 CONCEDIDO LA SUSPENSIÓN DE OFICIO, CONSIDERO QUE EN EL PRIMER SUPUESTO, EL DIRECTAMENTE AGRAVIADO Sí TIENE DERECHO A INCONFORMARSE, PERO EN EL SEGUNDO, DADA LA NATURALEZA DE LA MEDIDA DE QUE SE TRATA,  NO SE CONCIBE QUE PUEDA OCASIONAR PERJUICIO A TERCERO.

SIN EMBARGO, COMO NO PROCEDÍA EN CONTRA DE ESTA CLASE DE PROVEÍDOS NI EL RECURSO DE QUEJA NI EL DE REVISIÓN, QUE ESTABLECEN LA LEY DE AMPARO, POR NO ESTAR EXPRESAMENTE DETERMINADA SU PROCEDENCIA, DIVERSOS TRIBUNALES COLEGIADOS VINIERON SOSTENIENDO EL CRITERIO DE QUE PROCEDÍA EL RECURSO DE REVISIÓN, PORQUE LA SUSPENSIÓN DE OFICIO DEBE EQUIPARARSE A LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA, Y OTROS, SE MANIFESTARON EN CONTRA DE ESTE CRITERIO. ANTE DICHA CONTRADICCIÓN, LA HONORABLE SUPREMA CORTE DE JUSTICIA, ESTABLECIÓ JURISPRUDENCIA EN MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y CUATRO, EN EL SENTIDO DE QUE Sí PROCEDE EL RECURSO DE REVISIÓN EN CONTRA DEL AUTO QUE NIEGA Y CONCEDE LA SUSPENSIÓN DE OFICIO DEL ACTO RECLAMADO. LA TESIS EN COMENTO PUEDE CONSULTARSE EN LA PÁGINA 73 DEL TOMO III, NOVENA ÉPOCA., MARZO DE 1996, BAJO EL RUBRO: "SUSPENSIÓN DE PLANO DEL ACTO RECLAMADO. PROCEDENCIA DEL RECURSO DE REVISIÓN CONTRA EL AUTO QUE LA NIEGA 0 CONCEDE", QUE DICE: "SI BIEN EL ARTÍCULO 83 DE LA LEY DE AMPARO NO SEÑALA EXPRESAMENTE QUE PROCEDA EL RECURSO DE REVISIÓN CONTRA LAS RESOLUCIONES QUE CONCEDAN 0 NIEGUEN LA SUSPENSIÓN DE PLANO DE LOS ACTOS RECLAMADOS, EL ARTÍCULO 89 DE ESTA LEY, QUE REGULA EL TRÁMITE DE ESTE RECURSO, EN SU TERCER PÁRRAFO IMPLÍCITAMENTE ESTABLECE SU PROCEDENCIA AL DISPONER QUE "TRATÁNDOSE DEL AUTO EN QUE SE HAYA CONCEDIDO 0 NEGADO LA SUSPENSIÓN DE PLANO, INTERPUESTA LA REVISIÓN, SOLO DEBERÁ REMITIRSE AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO COPIA CERTIFICADA DEL ESCRITO DE DEMANDA, DEL AUTO RECURRIDO, DE SUS NOTIFICACIONES Y DEL ESCRITO U OFICIO EN QUE SE HAYA INTERPUESTO EL RECURSO DE REVISIÓN CON EXPRESIÓN DE LA FECHA Y HORA DEL RECIBO". LA OMISIÓN EN EL ARTÍCULO 83 DERIVA, INDUDABLEMENTE, DE UNA DEFICIENTE REDACCIÓN LEGISLATIVA. NO SOBRA ABUNDAR QUE LA SUSPENSIÓN DE PLANO, POR SUS CARACTERÍSTICAS, ES EQUIPARABLE A LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA QUE SE DECRETA EN EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN EN TANTO QUE SURTE SUS EFECTOS HASTA QUE SE DECIDE EN DEFINITIVA EL JUICIO EN LO PRINCIPAL, SIN ESTAR SUJETA A UNA RESOLUCIÓN INTERLOCUTORIA”.

CONSIDERO QUE EL CRITERIO SOSTENIDO POR LA SUPREMA CORTE, DEBE SERVIR DE BASE PARA QUE SE REFORME LA LEY DE AMPARO Y SE ESTABLEZCA EN SU ARTÍCULO 83, QUE EL RECURSO DE REVISIÓN PROCEDE CONTRA LOS ACUERDOS 0 RESOLUCIONES DE LOS JUECES DE DISTRITO QUE CONCEDAN 0 NIEGUEN LA SUSPENSIÓN DE OFICIO.

DEBE MENCIONARSE, QUE EN LAS REFORMAS A LA LEY DE AMPARO PUBLICADAS EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN, EL VEINTE DE MAYO DE MIL NOVECIENTOS OCHENTA Y SEIS, LA FRACCIÓN II DEL MENCIONADO ARTÍCULO 83, FUE ADICIONADA CON UN INCISO, EN EL QUE SE ESTABLECIÓ QUE EL RECURSO DE REVISIÓN PROCEDÍA CONTRA LAS RESOLUCIONES DE LOS JUECES DE DISTRITO QUE CONCEDAN 0 NIEGUEN LA SUSPENSIÓN DE OFICIO. SIN EMBARGO, POSTERIORMENTE, LA FRACCIÓN QUE SE ANALIZA, FUE REFORMADA EL CINCO DE ENERO DE MIL NOVECIENTOS OCHENTA Y OCHO, Y EL LEGISLADOR EXCLUYÓ NUEVAMENTE, COMO IMPUGNABLE MEDIANTE LA REVISIÓN TAL CLASE DE RESOLUCIONES.

CONCLUSIÓN

DEBE CONSAGRARSE EXPRESAMENTE EN EL ARTÍCULO 83 DE LA LEY DE AMPARO, EL RECURSO DE REVISIÓN, COMO EL MEDIO DE DEFENSA PROCEDENTE CONTRA LAS RESOLUCIONES DE LOS JUECES DE DISTRITO QUE NIEGUEN 0 CONCEDAN LA SUSPENSIÓN DE OFICIO.

MGDO. CARLOS HUMBERTO TRUJILLO ALTAMIRANO

PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO; DOS PROPUESTAS.

PONENCIA que ante la Comisión de Análisis de Propuestas para una nueva Ley de Amparo, presenta Daniel Solorio Ramírez,

a).‑    Introducción.  

Hoy que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, abierta a la opinión del foro nacional prepara un anteproyecto para una nueva Ley de Amparo, es necesario, imprescindible y muy sano acudir a ese llamado. El tema es uno de los más relevantes de nuestro sistema de justicia: revisar la Ley de Amparo, reformarlo, adecuarla a la realidad, proponer una ley nueva. Nadie en México es ajeno al juicio de amparo; difícilmente un mexicano cruza por la vida sin que alguna vez, en algún momento, tengo necesidad de acudir ante un juez de amparo ya en demanda de protección, ya en defensa de su propio interés atacado en juicio por el peticionario del amparo. Metido en las entrañas del alma nacional, el amparo es la figura más trascendente de nuestro sistema jurídico. Legendario, epopéyico, este juicio asombra a propios y extraños.

b).‑  Pero no todo es miel sobre hojuelas. 

Creado en 1847, cuando el Acta de Reformas reinplantó el federalismo, el amparo estaba destinado únicamente a combatir actos arbitrarios de los poderes ejecutivo y legislativo, muy pronto ensanchó sus controles. Se convirtió, para bien o para mal, en un instrumento férreamente centralizador de todo nuestro sistema de justicia. A partir de la ejecutoria Miguel Vega Vs. Tribunal Superior de Justicia de Sinaloa, pronunciada en 1869, ya nadie puso en duda que procedería también contra, resoluciones del poder judicial. A partir de esta ejecutoria de la Suprema Corte ninguna autoridad quedó exento de la fiscalización judicial de sus actos. Esto que en términos generales ha contribuido muy ampliamente a la salud pública, podría revertirse si los mexicanos no ubicamos al amparo en la justa dimensión que le corresponde.

c). ‑ El amparo judicial.

Ligado indisolublemente a la garantía de legalidad, el amparo judicial permite impugnar actos de los jueces, incluyendo sentencias definitivas pronunciadas por los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados en toda clase de litigios. Esta modalidad del juicio de garantías es una de las más controvertidas en el México de nuestros días, pero en medio de la polémica hay una verdad difícil de negar: el amparo judicial desplazó a los jueces de los Estados y acabó con el federalismo en el ámbito de la administración de justicia. Convirtió a los tribunales de los Estados en meros maquiladores de expedientes judiciales, según expresión acuñada por éstos desde hace varios años.  Merced al amparo directo la palabra final en toda clase de litigios del orden jurídico local, se encuentra en manos de los jueces federales. Para bien o para mal ésta es la circunstancia y la realidad que hoy vivimos los mexicanos. Ese realidad nos beneficia o nos perjudica según el caso. Hoy por hoy a ella debemos atenernos.

Es por eso que sin perjuicio de pugnar porque mejore la calidad de la justicia que administran los poderes judiciales de los Estados, y sin renunciar al reclamo de que éstos recuperen la mayoría de edad que les confirió la Constitución Federal de 1824, y que perdieron hace poco más de cien años, hoy traigo ante este foro dos propuestas relacionadas con el amparo judicial.

PRIMERO.‑ No, a la pretendida desaparición del amparo "para efectos".

Bajo este nombre nuestro medio judicial ha prohijado una figura que la Ley de Amparo no prevé de manera expresa, pero que ha resultado de la naturaleza misma de las cosas. Cuando en un amparo directo el tribunal de garantías encuentra que los tribunales ordinarios omitieron uno o más puntos de la controversia que debieron resolver integralmente, suelen conceder el amparo para constreñir al tribunal ordinario a resolver esos puntos "... con plenitud de jurisdicción …" según expresión ya clásica. Resueltos dichos puntos fácticos o jurídicos por el tribunal ordinario, en cumplimiento al fallo de amparo, cualquiera de las partes puede promover un nuevo juicio de amparo contra la nueva sentencia.

Esa práctica tiene desventajas y provoca dilaciones, pero tiende a salvaguardar lo poco que ha quedado en manos de la justicia ordinaria y debe ser protegida, regulada. Preocupa que juristas relevantes (Vgr. Ignacio Burgoa, eminente profesor y maestro de múltiples generaciones de abogados y jueces mexicanos) estén proponiendo que desaparezca el amparo "para efectos" tratándose del caso en que el tribunal responsable haya omitido puntos jurídicos de fondo. El maestro Burgoa (véase "Renovación de la Ley de Amparo", Instituto Mexicano del amparo, México, 200, pág. 29) propone:

"…Por razones de economía procesal debe legalmente otorgarse a dichos órganos judiciales federales jurisdicción plena al fallar el amparo directo, en el sentido de que puedan conceder la protección federal lisa y llanamente, y no para efectos, cuando se trate de vicios "in judicando" en que hubiese incurrido la resolución definitivo reclamada, sustituyéndose al tribunal responsable en cuanto a la decisión de la controversia fundamental planteada en el proceso respectivo ..."

Esta opinión que extrañamente comparten múltiples litigantes y no pocos jueces federales, debe ser rechazada en oros de una vida pública más saludable. Bien se sabe a una garantía de buena justicia no reside en poner los litigios en manos de un tribunal integrado por jueces infalibles (que no existen), sino en establecer un sistema escalonado y razonable de filtros jurisdiccionales. Los errores del juez de primer grado pueden ser corregidos por el tribunal de apelación, y los de éste por el tribunal de amparo.  Ese es nuestro sistema y su parte valiosa debe ser salvaguardada.  Si en nombre del pragmatismo y de una dudosa economía procesal desechamos este sistema de filtros, incurriríamos al menos en dos errores resonantes:

1°.‑ Acabaríamos lo poco que queda del federalismo judicial. Dar la puntilla a la soberanía interior de los Estados en el ámbito judicial, no parece una buena solución. No lo es, y menos hoy que el pluralismo social, político y jurídico llegó para quedarse. Si como se sabe uno de los propósitos nacionales es mejorar la calidad de la justicia, no desalentemos la posibilidad de que los poderes judiciales de los Estados pudieran "levantar cabeza", según suele decir la gente sensata de nuestro pueblo.

2°.‑ Daríamos a los magistrados federales la categoría de omnisapientes e infalibles; los convertiríamos en semidioses. Autorizar que ellos resuelvan los litigios de jurisdicción local en única e irrecurrible instancia, tiraría por la borde siglos de experiencia. Nadie podría corregir los errores cometidos en sus sentencias.  Desdeñaríamos la idea fundamental de que los errores puede ser corregidos.

SEGUNDO.‑ Acabar con los fallos pronunciados en el más riguroso secreto.

Genaro Góngora Pimentel, profesor universitario, hoy presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su obra "Introducción al Estudio del Juicio de Amparo", Porrúa, 1997, pág. XXVIII, nos dice textualmente: 

“… La ley no prevé la intervención de las partes una vez que se turna el expediente al magistrado o ministro para la elaboración del proyecto de sentencia. Es entonces cuando se inician o, tal vez, se concluyen, todo una serie de maniobras, en un ambiente tenebroso, que no tiene nada que ver con la ciencia jurídica. Un distinguido abogado, cargado de años y de experiencia, ya jubilado de un importante despacho, me contaba los consejos del viejo jurista con el que trabajó en su juventud y del que aprendió muchos cosas. Estos eran: Un abogado que se respete debe saber cómo está haciendo un proyecto el secretario y en qué términos lo recibe el magistrado. Un despacho digno debe tener acceso a los proyectos que se pasan para su estudio a los magistrados. Es necesario conocer los argumentos que de palabra o por escrito presentan los contrarios a los magistrados para poder rebatirlos en tiempo..."

Pero ciertamente la ley nada dice al respecto, y como se sabe, los jueces mexicanos sólo quieren actuar cuando un precepto expreso autoriza que lo hagan. Sí la ley asume que basta la intervención de las partes durante el procedimiento, esa presunción queda elevada a la categoría de dogma. Pero eso es un error. Un litigio tiene múltiples facetas que nadie conoce mejor que los abogados de las partes, y los primeros beneficiados con las observaciones de los litigantes serían los propios magistrados y jueces que decidirán el litigio.  Puntos que para el más avezado proyectista o magistrado pasan inadvertidos, podrían quedar al descubierto.

Si los abogados somos leales, y si los jueces y magistrados son abiertos, mucho ganaría nuestro sistema de justicia si los partes, en igualdad de circunstancias, reciben una copia del proyecto de sentencia uno, dos o tres días antes de la sesión en que el caso será visto. Ese plazo serviría para presentar observaciones, objeciones, argumentos en favor o en contra del proyecto. No podemos seguir viviendo en la desconfianza dentro de la familia jurídica que integramos jueces y litigantes. El secreto en el pronunciamiento de los fallos tiene que quedar atrás.

En la actualidad depende del favor de los magistrados que podamos conocer los proyectos. Algunos se muestran abiertos y platican con los abogados sus propias opiniones; escuchan e intercambien ideas; ponen a prueba sus impresiones en torno a los puntos fundamentales del litigio. Ellos suelen equivocarse menos al pronunciar sus sentencias. Pero otros se muestran reservados, casi crípticos, misteriosos.  Los abogados exponemos ante ellos nuestras observaciones, pero ellos permanecen en silencio, impenetrables. Los abogados, a tientas preparamos algún memorándum que con frecuencia resulta ajeno al enfoque del proyecto. Así, toda intervención resulta inútil. Estos magistrados suelen equivocarse con mayor frecuencia y sus errores quedan ejecutoriados.  Alcanzan el nivel de cosa juzgada.

¿ Por qué no podemos tener una copia del proyecto uno, dos o tres días antes de la sesión? Los abogados presentaríamos por escrito nuestras observaciones. El tribunal resolvería con mayor información. la justicia saldría ganando. Magistrados y litigantes dormiríamos más tranquilos.

La nueva ley de Amparo debe incluir un precepto que recoja esta posibilidad.

DANIEL SOLORIO RAMIREZ

COMENTARIOS SOBRE LA IMPROCEDENCIA DE LA SUSPENSIÓN EN LA HIPÓTESIS CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 145 DE LA LEY DE AMPARO.

El artículo 145 de la Ley de Amparo, establece: "El Juez de distrto examinará, ante todo el escrito de demanda, y si encontrare motivo manifiesto e indudable de improcedencia, la desechará de plano, sin suspender el acto reclamado"(4)
Ahora bien, basta una simple lectura del precepto para concluir que es bastante claro y preciso, en cuanto a que, en los casos que el Juez de Distrito, a su juicio o criterio exista un motivo manifiesto de indudable improcedencia para desechar la demanda de amparo, y lo mas categórico y claro, es que en esa hipótesis, no se suspende el acto reclamado, sin importar la trascendencia de las consecuencias de ello, que además de poder causar daños irreparables, puede dejar sin materia el juicio de amparo.

Es de sobra conocido por todos los estudiosos del derecho, en especial del juicio de amparo, que de acuerdo en lo dispuesto por la fracción I, del artículo 83 de la Ley de Amparo, procede el recurso de revisión en contra de las resoluciones de los Jueces de Distrito o del Superior del Tribunal responsable, en su caso, que desechen o tengan por no interpuesta la demanda de amparo.

Por lo tanto, bien podría suceder que de impugnarse el auto de desechamiento de la demanda de garantías, y en tanto se tramita y se resuelva el recurso de revisión por el Tribunal colegiado, los actos reclamados se hayan consumado en forma irreparable, dejando en consecuencia sin materia el juicio constitucional.

Es necesario enfatizar sobre la importancia del juicio de garantías y de manera especial sobre la trascedencia que el mismo tiene la suspensión del acto reclamado, ya que gracias a ella se conserva viva la materia del juicio de amparo, por lo que tomando conciencia de lo que en realidad consiste esa medida cautelar, surge, primero la interrogante, de qué si es correcto o no, o mejor dicho, si es justo o injusto que en los casos en que el Juez de Distrito, por estimar a su juicio, que la demanda de amparo es de manifiesta e indudable improcedencia, deseche de plano tal demanda sin acordar sobre la suspensión del acto reclamado.

Estimo que tal disposición es injusta, porque se encuentra en contradicción con los principios de equidad de justicia y primordialmente con el fin esencial de la institución de la suspensión del acto reclamado, consistente en conservar la materia del juicio de amparo y de evitar no causar daños irreparables al quejoso.

Para Ulpiano, el derecho es una ciencia, pero también es un arte. Así lo señala al precisar la concepción del mismo, como el conjunto o reunión de reglas que dirigen al hombre en la conducta para que viva conforme a la justicia; es el arte, de lo equitativo y de lo razonable que contienen los preceptos que nos enseñan a distinguir lo justo de lo que no lo es, y concluye en que el arte de lo justo y equitativo abraza tres conceptos principales; vivir honestamente, no hacer daño a nadie y dar a cada uno lo que es suyo.

Por su parte el artículo 138 de la Ley de Amparo, dice: "En los casos en que la suspensión sea procedente, se concederá en forma tal que no impida la continuación del procedimiento en el asunto que haya motivado el acto reclamado, hasta dictarse resolución firme en él; a no ser que la continuación de dicho procedimiento deje irreparablemente consumado el daño o perjuicio que pueda ocasionarse al quejoso"(5)
Asimismo la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su nueva integración, ha sostenido el criterio en relación a la suspensión del acto reclamado, debe sustentarse, entre otros, en los presupuestos de: a).- la apariencia del buen derecho y b).- el peligro en la demora.

El primero se basa en el conocimiento superficial dirigido a lograr una decisión de mera procedibilidad respecto de la existencia del derecho discutido, de tal modo que sin prejuzgar sobre la certeza de ese derecho, es decir, sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los actos reclamados, sea posible según el cálculo de probabilidades anticipar un resultado de mera posibilidad.

En cuanto al peligro en la demora, consiste en la posible frustración de los derechos del pretendiente de la medida cautelar, que puede darse como consecuencia en la tardanza de la resolución de fondo. Como se aprecia, en este presupuesto también se hace necesario un preventivo cálculo de probabilidad sobre la existencia del peligro en la dilación.

Consecuentemente, si la suspensión del acto reclamado, como medida cautelar o preventiva, descansa en los principios de equidad, de justicia, de verosimilitud o apariencia del buen derecho y el peligro en la demora, precisamente con apoyo en tales principios estimo que aun en las hipótesis que establece el artículo 145 de la Ley de Amparo, en cuanto al desechamiento de una demanda de amparo que se estime de notoria e indudable improcedencia, debe, en mi concepto, proceder la suspensión del acto reclamado para evitar causar daños irreparables, y sobre todo, que el juicio de amparo se quede sin materia.

No se pretende con este punto de vista o propuesta, crear una revolución en contra de criterios que sobre la suspensión del acto reclamado han sustentado durante muchos años los Tribunales Federales encargados de tutelar las garantías o derechos subjetivos públicos de los gobernados, pero sí la necesidad de normatizar de manera conveniente para los agraviados, por el proceder de las autoridades, la procedencia de la suspensión de los actos reclamados en caso que a juicio del Juez se actualice la hipótesis contenida en el artículo 145 de la Ley de Amparo.

Pretendo también, que desde ahora se reflexione sobre la tesis que sustento, para que en los casos excepcionales que la vida práctica nos presenta y atendiendo a la naturaleza del acto reclamado se pueda prevenir que dicho acto quede consumado de manera irreparable, causando así graves daños y perjuicios al quejoso y la consecuencia mas trascendental, dejar sin materia el juicio de amparo, y por ende, se pueda en esas hipótesis, conceder la suspensión, hasta en tanto el auto que desechó la demanda de amparo haya causado estado, exigiendo el cumplimiento de los requisitos que establece el artículo 124 de la Ley de Amparo.

En síntesis, para establecer la procedencia de una suspensión preventiva o auxiliar, como la denomino, en los casos en que se deseche la demanda de amparo, en tanto tal desechamiento cause ejecutoria, es pretender que el legislador, como creador de la norma jurídica, y el juzgador como aplicador e interprete de ella, al resolver los conflictos de índole social procure hacerlo armónicamente y tratando de que se cause el menor mal posible, y que sus decisiones sean mas equitativas y justas para evitar la causación de daños irreparables.

Es importante señalar, que desde que el quejoso ejercita la acción constitucional (juicio de amparo) contra autos de autoridad que, desde luego, estima pueden afectarle irreparablemente en sus derechos subjetivos públicos, es un deber establecer una medida jurídica suspensional, que proteja el respeto a esos derechos que el gobernado reclama y lograr que los actos de autoridad que lo amenazan no se ejecuten, en aquéllos caos en que el Juez de Distrito desecha de plano la demanda de amparo, por considerar o estimar, haber encontrado una causa o  motivo manifiesto de improcedencia.

Para que esa medida jurídica que se menciona impida que los actos reclamados se consuman de un modo irreparable, causando graves daños y perjuicios al quejoso, hasta en tanto el auto de desechamiento de la demanda de amparo emitido por el Juez de Distrito, cause estado, y ello es de una importancia vital, ya que si tal auto llegare a ser revocado por el Tribunal Colegiado con motivo del recurso de revisión, como suele suceder en muchas ocasiones, podría darse el caso de que al consumarse de manera irreparable el acto reclamado, el juicio de amparo quedaría sin materia, con las graves consecuencias que ello tendría para el impetrante.

Por lo que en la presentación de la demanda de amparo en los casos en que esta se desechara por estimarla de notoria e indudable improcedencia, la procedencia de la suspensión del acto reclamado debe de entenderse desde su punto de vista jurídico social o de justicia, como una regla genérica, y en cambio, la negativa de tal medida cautelar, como una excepción.

Por ello. La necesidad de ampliar, con criterio liberal y justo la institución de la suspensión del acto reclamado, aun en aquéllos casos en que el Juez de distrito deseche de plano la demanda de amparo, hasta en tanto tal resolución no cause ejecutoria, para que en el caso de que tal desechamiento sea revocado por el tribunal colegiado, esa medida suspensional, que desde mi punto de vista, se llamaría o denominaría "suspensión emergente, preventiva o auxiliar", mantenga viva la materia del juicio de amparo y evite causar daños irreparables al quejoso.

Estoy consciente que la tesis planteada contiene un alto grado de complejidad, y por ende, está sujeta a ciertas criticas de improcedencia, dado que siendo la suspensión una consecuencia legal de la admisión de la demanda de amparo, y por ello la referida medida cautelar es un accesorio del juicio de garantías dentro del incidente de suspensión que se lleva por cuerda separada, y que por ello, se podría lógicamente afirmar que no puede existir lo accesorio, sin que exista lo principal, dado que en la tesis que someto a su consideración, lo principal es la admisión de la demanda en el auto de inicio del juicio de amparo y obvio, resulta decir, que lo accesorio es la suspensión del acto reclamado.

Hablando coloquialmente, se afirmaría que para que exista guisado de liebre, es necesario que exista la liebre, y en el caso, para que surja a la vida fáctica jurídica la suspensión del acto reclamado debe previamente existir el juicio de amparo.

Sin embargo, consciente de que tales criticas son de cierta fortaleza jurídica, ello se debe precisamente a la manera a que actualmente se encuentra establecido el artículo 145 de la Ley de Amparo, que en la hipótesis que contempla, no se suspende el acto reclamado, lo que si bien es cierto que resulta aceptable desde un punto de vista lógico legal, no lo es, si se analiza atentos a los principios de seguridad jurídica, justicia y equidad, pues no puede soslayarse que si el juicio de amparo alcanzó la meta del éxito jurídico en cuanto a los beneficios de justicia que con él obtiene el gobernado, es precisamente por la figura jurídica de la suspensión del acto que se reclama, ya que sin ella el juicio constitucional carecería de trascendencia e importancia porque en muchos de los casos el mismo se quedaría sin materia al consumarse los actos reclamados de manera irreparable.

De ahí la importancia de obtener una suspensión emergente, preventiva o auxiliar, en los casos en que el Juez de Distrito, desecha la demanda de amparo por considerarla notoria e indudablemente improcedencia, pues con esa medida se lograría mantener viva la materia del amparo, hasta en tanto el auto que desechó la demanda de garantías causara ejecutoria, porque nada resulta mas peligroso, como dice don Mariano Azuela, en su juicio critico, "ante la aplicación automática de un principio o de una norma a la que se le atribuye la intangibilidad del tabú (en el caso el artículo 145 que se comenta), la única forma de reaccionar enérgicamente contra ese automatismo es adoptar la actitud de la duda crítica y discutir lo que en apariencia es indiscutible".(6)
Sostener un criterio diverso y negar la posibilidad de otorgar la suspensión preventiva en este supuesto, sería desconocer precisamente los objetivos perseguidos de esta medida cautelar, permitiendo entonces que se ejecuten en perjuicio del quejoso actos de difícil o de imposible reparación que no sólo haría inútil la finalidad de la misma sino que inclusive podría motivar el sobreseimiento del juicio de amparo.

Sostengo que la postura que se enuncia armoniza no sólo con la finalidad de la suspensión, que es el preservar la materia del juicio de amparo, sino que también es congruente con los principios del buen derecho, peligro en la demora, de equidad y de justicia, evitando que la parte quejosa sea objeto, o siga siéndolo, de daños y perjuicios de imposible o difícil reparación, sin que por otra parte, se comprometa el derecho emanado de la medida reclamada, toda vez que como se anotó, la suspensión se otorgará de manera preventiva sólo hasta que el auto de desechamiento de la demanda de garantías cause ejecutoria.

Hay quienes opinarán que otorgar la suspensión en los términos anotados, transgrede la técnica de esta institución por considerar que siendo dicha medida cautelar un accesorio de lo principal, lo que es el juicio de amparo, no podría determinarse sobre ello, en virtud de que el juicio no se ha iniciado, o mejor dicho, por haberse desechado de plano la demanda de garantías, y por tal motivo, no se podría ordenar se abriera o formara el incidente de suspensión, que por ley, debe llevarse por cuerda separada.

Sin embargo, estimo que el criterio que se sustenta en este estudio no transgrederá la técnica del juicio de amparo, en cuanto a que se determinara sobre la procedencia de la suspensión del acto que se reclama, no obstante el desechamiento de la demanda de garantías, porque tal determinación de conceder esa medida cautelar debe ser el propio auto de desechamiento como una medida preventiva que cumpla estrictamente con su función primordial de conservar la materia del juicio de amparo y de evitar daños irreparables al agraviado, impidiendo que el acto reclamado se llegue a consumar irreparablemente, antes de que se haya resuelto en forma definitiva, si tal acto, es contrario la constitución, pues si tal consumación ocurre, no podrán volver las cosas al estado que guardaban antes de la violación, como sucede no en pocas ocasiones, en el caso de que se conceda el amparo solicitado, tal y como lo ordena el artículo 80 de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales.

De esta manera, gracias a la concesión de la suspensión de una manera preventiva, como lo propongo, no se queda sólo en teoría la protección que otorgue la justicia federal al quejoso, y de ahí, la importancia que tiene que reformarse el artículo 145 de la Ley de amparo, en el sentido, de que no obstante que se deseche la demanda, se proceda preventivamente la suspensión del acto o actos que se reclamen, únicamente hasta  que dicho desechamiento haya quedado firme.

Basta decir, para percatarnos de la trascendencia e importancia que tiene el conceder, en caso de que proceda, la supensión en la hipótesis propuesta, que de no ser así, como está en la actualidad, puede como ya se ha reiterado, y desde luego ha sucedido en diversas ocasiones, que el acto reclamado quede consumado de manera irreparable, o que por lo menos, se le causan al impetrante perjuicios de ejecución también irreparables.

En otras palabras, de nada le serviría al particular impugnar el auto de inicio que desechó la demanda de amparo, a través del recurso de revisión y obtener el revocamiento de tal auto e iniciado el juicio al concluir éste se le conceda el amparo, si no puede obtener una protección efectiva de la justicia federal, que se logra, que a través de la suspensión se obtiene que un acto reclamado de cualquier autoridad de la República, así sea de la más alta jerarquía, se paralice mientras no se dicte una resolución definitiva en el juicio de amparo.

Como apoyo a lo anterior y por reiterar a un más la importancia del criterio propuesto en cuanto a que debe establecerse la procedencia de una suspensión preventiva del acto reclamado, en los casos previstos por el artículo 145 de la Ley de Amparo, cuya  reforma, sobre ese aspecto, me permito señalar como presupuesto práctico el siguiente caso:

Según las estadísticas del Primer Tribunal Colegiado del XV Circuito, con residencia en esta ciudad de Mexicali, Baja California, que comprende un período corto, del mes de septiembre del año de 1988 al 31 de mayo de 1999, se tramitaron en el mencionado Tribunal cincuenta y cinco recurso de revisión en contra de autos que habían desechado la demanda de amparo por notoria e indudable improcedencia, de los cuales se declararon fundados veintinueve, y por ende, obtenido la revocación de tal desechamiento, y como consecuencia lógica la orden de que se admita o se provea sobre la demanda de amparo, esto es, más del 50% de tales autos fueron revocados.

De ahí la necesidad de adoptar mediante una reforma la procedencia de una suspensión preventiva de los actos reclamados, en los casos que se deseche la demanda de amparo hasta en tanto tal auto cause ejecutoria o es revocado, dado que el artículo 145 de la  Ley de Amparo, en la parte que establece: "sin suspender el acto reclamado", es contradictorio a los principios, ya anteriormente referidos, de equidad, buen derecho, peligro en la demora y de justicia, desatendiendo, por otra parte, a los fines primordiales de la suspensión, que son, se reitera, no sólo conservar vigente la materia del juicio de amparo, como lo es el acto reclamado, sino evitar la causación de daños y perjuicio que con la ejecución del mismo en contra del agraviado.

El conceder, cuando proceda, la suspensión del acto reclamado en la hipótesis del artículo 145 de la Ley de Amparo, cuya reforma me permito proponer, tiene más ventajas que desventajas, pues respecto a estas últimas la única que a mi juicio podría entenderse como tal, es de confirmarse el auto que desechó la demanda de amparo por notoriamente improcedente es el que podría causarse daños con la suspensión, y propiciar que algunos agraviados, a sabiendas de que, efectivamente, la demanda es improcedente la presentaran, pero ello, no le causa ningún daño irreparable al tercero perjudicado, en caso de que existiera, porque de todas maneras el Juez al conceder la suspensión señalaría las medidas para garantizar cualquier perjuicio que dicha suspensión cautelar ocasionara.

En cambio, como ventajas, se obtendrían principalmente dos de gran trascendencia y suficientes para que la medida suspensional se concediera en el caso en comento; la primera de ellas, que se lograría evitar causar daños irreparables al quejoso con la ejecución del acto reclamado; y la segunda, también de gran trascendencia que se lograría impedir que el acto reclamado se consumara de manera irreparable.

Es pertinente precisar en cuanto a la temporalidad de la suspensión preventiva a que me refiero se debe acordar en el auto que desecha la demanda de amparo y aquélla únicamente debe comprender el período desde que es concedida hasta en tanto causa ejecutoria el auto de desechamiento, o en su caso es revocado con motivo del recurso de revisión interpuesto ante el Tribunal Colegiado de Circuito, pues en la primera hipótesis al confirmarse el auto fenecería la medida preventiva suspensional a que hago referencia, y en la segunda, esto es, cuando se revoque el citado auto de desechameinto y por tal motivo se ordene admitir la demanda de amparo, el Juez en este auto deberá ordenar que se formen por cuerda separada.

REFORMA LEGAL QUE SE PROPONE.

En consecuencia, debe reformarse el precitado artículo 145 de la Ley de Amparo, para quedar en los siguientes términos:

"Artículo 145.- El Juez de Distrito, examinará, ante todo la demanda de amparo; y si encontrare un motivo manifiesto e indudable de improcedencia, la desechara de plano. En caso de que se hubiese solicitado la suspensión del acto reclamado, en el mismo auto, se acordara si procede sobre la misma de manera preventiva en términos que señala el artículo 124 de esta propia ley". 

LIC. ROSA ISELA PEDROZA NAVARRO

FEDERALISMO Y ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 

I. Antecedentes y fuerza del Federalismo en México.

Es aceptado que el examen de la forma del Estado mexicano parte de la distinción entre la estructura definida en la constitución y el significado que históricamente produce la idea federalista en la sociedad mexicana. Su estudio incluye las tres entidades que integran el Estado Federal: su composición, la distribución competencial que defina su dinámica normativa y las relaciones que guardan entre sí. (Sánchez, Bringas E. 1997).

El Federalismo se caracteriza como un sistema en el que se reconoce a las partes, a las entidades federativas como entes integrados en una federación.

Puede afirmarse que si algo fue analizado y aceptado con todas sus implicaciones, desde que fue creada la primera Constitución en 1824, al establecerse México como nación independiente, lo constituyó El Federalismo, uno de los caracteres estructurales de la forma de gobierno de nuestro país. La idea federal ha sido una fuerza que atraviesa la historia de México: penetra, se difunde, se transforma constantemente en nuestro devenir. Cuando examinamos el régimen federal, tenemos forzosamente que convenir que hacia él parecen dirigirse todos los caminos de nuestro destino. (Fix, Zamudio H. 1999).

Los precedentes más lejanos del federalismo mexicano, según algunos autores, se encuentran en la vieja organización política prehispánica; reposa esta tesis en la afirmación de que los pueblos del Anáhuac tuvieron pactadas diversas alianzas a la manera de un organismo federal, recuérdese a este respecto las uniones de Tenochtitlán-Texcoco-Tlacopan o Tlaxcala-Cholula-Huejotzingo, en torno a las cuales se agruparon diversos señoríos. (Lee, Benson N. 1955).

En los últimos años del régimen colonial español y en los albores de la independencia encontramos ciertos hechos que habrían de influir notablemente para la instauración de la forma federal: a) el sistema francés de intendencias, complementado por las llamadas provincias internas; b) la influencia de los ayuntamientos, que en la independencia cierran filas en contra de la invasión napoleónica, reclamaron autonomía y encabezaron los primeros movimientos libertadores; d) la creación de las diputaciones provinciales, con base en las intendencias, por la Constitución de Cádiz de 1812. (Fix, Zamudio H. 1999).

Evidentemente no puede ignorarse que la forma de Gobierno en México, recibió una gran influencia de las instituciones constitucionales norteamericanas, que no sólo gozaban de un enorme prestigio entre distinguidos constituyentes de 1824, sino que eran promovidos por los propios políticos norteamericanos (Gaxiola, Jorge F. 1952). Sin embargo debe reconocerse que el federalismo mexicano tiene otros precedentes mas lejanos, según el deseo soberano de iniciar una vida nacional con base en la libre determinación, pese a la lucha encarnizada que ello suscitó, por encontrar la mejor forma de gobierno y organización y después de muchos esfuerzos, se decidió por el federalismo.

Reconocido por la historia, el Federalismo en México no surgió de los hechos, no fue un producto natural, en el que se integraron varias entidades independientes; sino que al contrario, al consumarse el movimiento revolucionario de independencia en 1821, éramos un estado centralizado, que lo decide adoptar por mandato constitucional.

Así desde la Constitución de 1824 se establecieron y siguen vigentes en México los principios del Federalismo.

II. Federalismo y Administración de Justicia.

En efecto, el sistema de los dos órdenes coexistentes en un mismo territorio, cada cual con sus propias atribuciones, pero separados e independientes, se estableció desde que somos un país independiente constitucionalmente. En la norma, se mantienen los principios constitucionales; en los hechos, en materia de Administración de Justicia particularmente, se han convertido en una falacia.

Al nacer el juicio de garantías para proteger los derechos fundamentales del gobernado, se crea sin el interés de desplazar a los Jueces Locales. Sin embargo desde, en 1857 al establecerse la garantía de legalidad, que en su momento fue combatida por Vallarta y Rabasa; esta garantía ha ido adquiriendo mas autoridad, en perjuicio de la competencia jurisdiccional de las Entidades Federativas.

En el presente, nuestra carta magna determina en los artículos 40 y 41 la naturaleza jurídica de nuestro sistema Federal. Estos preceptos delimitan la forma de organización política social y las respectivas competencias que corresponden a los integrantes como parte y a la Federación como el todo. Así el artículo 40  constitucional establece “es voluntad del pueblo mexicano, constituirse en una República, representativa, democrática y federal, compuesta de Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, pero unidos en una federación establecida según los principios de esta ley fundamental”.

En el esquema constitucional están distribuidas las competencias entre el orden federal y las entidades locales, sólo bajo estos principios se garantiza y se hace posible el federalismo judicial.

Sin embargo, existe la confusión ratificada diariamente en las resoluciones jurisdiccionales, de que la Jurisdicción Constitucional y la Federal son una sola, y por su parte, la Jurisdicción Local debe estar sujeta a la primera.

En particular el artículo 107 Constitucional consagra una terrible Centralización de la Justicia en el Poder Judicial Federal. Por ello, en estos momentos de renovación, democracia, pluralismo y marcos participativos incluyentes debe repensarse la estructura del Poder Judicial en nuestro país, mediante una reforma al artículo 107 Constitucional y a la legislación de amparo en lo referente, para disminuir las atribuciones del Poder Judicial de la Federación, en beneficio de los Poderes Judiciales Locales.

Este trabajo intenta proponer un cambio en el paradigma de la administración de justicia en las Entidades Federativas, de la subordinación de la justicia local a la justicia federal, situación que es contraria y está por encima de las declaraciones constitucionales vigentes; en el sentido de que la justicia local asuma la capacidad no únicamente de hacer, sino también de interpretar y aplicar en forma definitiva su propio Derecho.

Con esto no se menoscaba el juicio de amparo, se fortalece, al reconocer que el derecho local, su interpretación y su aplicación adquiera la importancia, categoría y fuerza que se le ha robado, pero que se puede alcanzar si retomamos el sentido pleno del significado del Federalismo en México.

Debemos rescatar el sentido original del amparo, que fue concebido por grandes pensadores como una Institución promotora del equilibrio y de la seguridad social y como la más noble y generosa de las instituciones jurídicas.

Los excesos nacidos de la práctica del amparo tienen a la justicia de las Entidades Federativas, sometidas a la administración de la justicia federal.

Hace más de 100 años, un gran jurista como Vallarta, denunció los riesgos de la garantía de legalidad y se opuso a lo que él vislumbraba en el futuro de la justicia local, en el sentido de convertir a los jueces federales en superiores jerárquicos de los jueces y magistrados de los estados.

Es evidente por ello, que necesitamos una reforma profunda, porque no existe duda alguna de que a través del amparo está centralizada la justicia de México.

Que bueno que sea la propia Suprema Corte de Justicia de la Nación quien haya convocado a este proyecto de reforma, que bueno que participen los titulares del Poder Judicial Federal, procurando revalorar institución tan noble como lo es el Juicio de Garantías.

Conclusiones.

PRIMERA: Es impostergable que se revise en este proyecto de reforma a que hemos sido convocados, lo que está pasando con la centralización en la administración de justicia y lograr una renovación del pacto federal, que actualice al federalismo y establezca una correcta distribución de competencias entre las dos jurisdicciones: la Federal y la Local.

SEGUNDA: Es innegable que el Poder Judicial de la Federación monopoliza prácticamente la resolución judicial en cuestiones de legalidad y constitucionalidad; los Estados a través del Poder Judicial sólo tramitan la primera instancia y la apelación, mientras que al Poder Judicial Federal le corresponde el amparo casasional y el amparo de legalidad en resoluciones intermedias, lo que origina que los Estados sólo resuelvan provisionalmente sus conflictos judiciales; los de la última palabra, las órdenes judiciales definitivas sólo corresponden a los juzgadores federales.

TERCERA: La reforma que se propone por tanto, es que el artículo 107 Constitucional delimite explícitamente la competencia de los tribunales federales en materia de amparo, sólo para que resuelvan sus propios conflictos, es decir debe limitarse la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito para resolver el litigio de amparo en asuntos federales, para que sean Tribunales Estatales, los que en cada Entidad Federativa sustituyan a los Tribunales Colegiados en la misma competencia que ahora tienen sobre la justicia local.

CUARTA: Sonora como estado de vanguardia, en esta materia, tiene la estructura que es necesaria para desterrar el centralismo judicial: Jueces de Primera Instancia; Tribunales Regionales de Circuito que pueden tener la competencia total de la apelación, y el Supremo Tribunal de Justicia, como tribunal de amparo cuando se reclamen actos emanados de un juicio.

QUINTA: Es necesario en estos momentos de pluralismo, de democracia y de cambio, repensar toda la estructura judicial, reformando el artículo 107 Constitucional y empezar a cuestionar y contestar estas y otras preguntas:

¿Cómo podemos lograr una justicia local de calidad?

¿Cómo podemos lograr que la justicia local no esté subordinada a la justicia Federal?

¿Subsisten las mismas condiciones sociales, políticas y económicas de hace más de 100 años que dieron origen al amparo directo?

¿Es mejor la justicia federal que la local?

¿No tienen las dos jurisdicciones, capacidad de resolver en forma definitiva sus conflictos jurisdiccionales?

¿Debemos seguir confundiendo las jurisdicciones Constitucionales, Locales y Federales?.
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